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1. Introducción
En la Edad Moderna se entiende el Privilegio de las Viudas como una
ventaja procesal hacia las viudas a fin de que puedan dirimir sus controver-
sias, tanto civiles como criminales, ante un órgano judicial superior de aquel
que, en estricta aplicación de los criterios de competencia, les correspondería.
Esta bondad de trato, aplicable a las viudas pero también a otros desvalidos,
les permite acudir en primera instancia a los más altos tribunales regios, ce-
sionarios de la suprema jurisdicción del monarca, para que éstos resuelvan
sus litigios’.
Si bien fueron los glosadores y comentaristas quienes acometieron el
estudio y debate doctrinal sobre esta figura, y aún cuando la controversia
Como expondremos en su momento, no todos los autores modernos admiten que el privilegio de
las viudas pueda ser alegado en las causas criminales. No obstante, la opinión predominante y,
sobre todo, la práctica de los tribunales se inclinan por abarcar en el privilegio los pleiros civiles y
criminales, de ahí que hayamos acogido esta realidad para aventurar una conceptuación que permita
una aproximación al tema- La bibliografía específica sobre esta figura es nula, y las referencias a
ella se encuentran en obras de carácter más general. Hemos de citar entre los autores que con mayor
profundidad han estudiado este privilegio a DIEGO DE COVARRUBIAS y su Practicarum
Quaesríuni Sumrna en Opera Oninia, Caesaraugustae, 1583 t. 1. IT SALGADO DE SOMOZA
tercia someramente en el debate en Labvríntus credirorum, Lugduni, 1651, parte t, cap. It, nn. 42-
46. J. CASTILLO SOTOMAYOR, Quotidianarum Controversiarurn Inris, Lugduni, 1658. Fruto
de la autoridad que disfrutaba Covarrubias, sus obras fueron objeto de la atención de numerosos
comentaristas los cuales manifestaban sus opiniones como rechazo o adhesión a las expresadas por
áquel: tal fue el caso de D. IBANEZ DE FARíA, Additiones enucleadones et ,rotae ad librurn
primuni varjual resolutioman iUustrísimi D. Didaci Covarubia Leiva. Madrid, 1659. Para un
mejor conocimiento de la realidad procesal en Galicia, también en esta materia, es indispensable
consultar a B. HERBELLA DE PUGA, Derecho Práctico ¿ Estilos de la Real Audiencia de Gali-
cia, Santiago, 1 768.
Cnwlí’rnos de Historia del Derecho, n~ 4, 203-242. Servicio de Publicaciones UCM Madrid, J 997
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también alcanza a los autores modernos, el origen de la misma debemos bus-
cario en los siglos anteriores. En ellos, y por influencia del pensamiento cris-
tiano, el emperador Constantino otorga a los grupos más desvalidos unos
privilegios de elección de fuero. En Hispania, tras la desaparición del Impe-
rio de Occidente, estos privilegios dejarán de recogerse en los textos jurídicos
visigóticos y altomedievales. A pesar de ello, la protección procesal a estos
desamparados se realizará por otras vías. Habrá que esperar hasta los tiempos
de Alfonso X y la Recepción del Derecho Común para que el privilegio de
Las viudas y otros miserables encuentre acomodo en nuestras obras jurídicas.
Sin embargo, como tendremos ocasión de exponer más adelante, al recoger
esta flgura parece atisbarse en el monarca castellano no sólo tina piadosa
intención hacia estos desvalidos sino también un interés tendente a favorecer
los fines de su política legislativa, para lo cual y a partir de entonces, el pri-
vilegio de las viudas y de otras personas miserables pasará a ser incluido,
como uno más, entre los llamados COSOS de Corte.
Esta ventaja procesal de elección de fuero se conserva en el ordena-
miento jurídico moderno más por una tradición legislativa de cristiana mise-
ricordia que por las razones de utilidad política que, tal vez, movieron a Al-
fonso X. A esta legislación moderna, se acabarán acogiendo personajes que
difícilmente se podrían considerar necesitados de la protección real.
2. Los orígenes y otras cuestiones legislativas sobre el privilegio de las
viudas
El Cristianismo ha sido determinante en el nacimiento de este privile-
gio de elección de fueroi Desde Constantino, los emperadores cristianos
debieron tener muy presentes las contundentes expresiones recogidas en los
primeros libros bíblicoQ así corno el pensamiento cristiano elaborado a la luz
En los textos de los juristas clásicos rumanos se observan contusiones entre beíu’fíronn y priv/le-
guiill. Pata una mejor comprensión dc las elaciones entre 1ro singulare. privilegiam y bc,íeflrinní..
A. D ‘ORS. Deíerjío Beljodo Romano, Panip luna, 1 985, p. 67 Fin La época cunstaní ni ana. la
figura que estudiamos parece tener las características propias del hene/ír¡uoí tal y como se recogen
en D. 51)17.68 y 69. No obstante, es probable que a lo largo del Rajo Imperio. y con el emperador
como única fuente del 1)erecho, las di rerencias coite benr/ír,,¡oí 5’ prn’degiinn se hubiesen desvane-
cido hasta desaparecer.
EXO1)0 2’ _ t —23, Nr’ doña rrí.s ti ¡ o ti indrí ni ti1/ii íérfto ir. Si <‘~ó ti ‘<<‘Y, ii/os hinii.i i>iii ti rin,
yo airé sus <Loitiores; Sr’ e,íreiiríertí ir, ¡ <¿It’ Po 5 “0 0.5 drsiru iré ~raí lo esptídíí. DE IJTERO—
NOMlO 27, ‘tWa Iditr, quien toga enjo erio ti! ertioti¡e ro. al Irvérjono 5’ o lo iiitlti: s rodo el
pi¡c’blo rr’spor,rleí¿: amén. ISAíAS 1, 12. Aprended ti hacer el lijen, busí ~íd lo justo, re.sñ tu íd al
tigrapitido, litired justicio al líuérfi o o, ompartid ti lo ilude. iEREM ¡ AS 22, 1 4— t 5, Así diré
Yríve: Haced <le Pee lía y ¡u.snr,ti. ¡¡beorí aí rtvpol¡tírlo <A’ la mo ,ir, rIel ojíPesar, tío vújéis íd e,’—
ertuijero, al líuérfrrno y a Ir., dar/ti.
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del Nuevo Testamento y de los escritos de San Pablo4. En consecuencia,
muestran una preocupación por la situación de estas personas y dictan diver-
sas disposiciones: unas tratan de facilitar su asistencia material (de la que
debía encargarse directamente la Iglesia), al tiempo que otras favorecen su
protección jurídica5.
Constantino será quien fije el privilegio de elección de fuero a favor de
las viudas y otras personas miserables en una constitución imperial del año
334, que se convirtió en centro del debate doctrinal que varios siglos después
se produjo en torno a los limites y extensión de esta figura. En C.J 3,14 (=
C.Th 1,22,2) se recoge la Ley única Quando imperator ínter pupilos ve!
viduas ve! alias miserabiles personas cognoscar, el nc exhibeantur6. En ésta
se observan nítidamente dos incisos: en el primero, estos desvalidos son la
parte demandada en un procedimiento de los que puedan ser conocidos por el
emperador. Este, consciente de la carga que para estas personas miserables
supone acudir ante él, les permite ser juzgadas por jueces de la provincia
—sin duda, el gobernador provincial— en que se encuentren el litigante, los
testigos o los instrumenw. Esta ventaja procesal parece funcionar a modo de
A partir del nx,rncnto en que el Cristianismo fue considerado una religión legítima dentro del
Imperio se produjo una creciente cristianización del Derecho. No debemos olvidar, además, que San
Pablo en sus canas mantiene un concepto ministerial de la figura de los gobernantes temporales,
‘no hay autoridad sino bajo Dios; y las que hay por Dios han sido establecidas”, en ROMANOS
13. 1-7. Esta consideración dc los monarcas como vicarios de Dios en la tierra se ha mantenido en
los escritos de la Patrística. La Patrística entendía que el emperador o los monarcas estaban obliga-
dos a realizar en la tierra verdadera justicia, que no era otra que la justicia cristiana, la cual debía
ser impuesta incluso por la vía de la fuerza. De ahí se deduce la actividad protectora de los gober-
nantes laicos también hacia los desprotegidos de la comunidad: eí emperador o el monarca llegaba a
confines de asistencia a los que la Iglesia no alcanzaba, Una interesante exposición del pensamiento
de los Padres se encuentra en P. JANET, flistorir., de la e/enejo político y sus reloc/o,íes <o,, la
Moral. Madrid, 1910, t. 1, pp. 314 y ss, Sobre la res publietí che/st ¿alío, A. IGLESIA FERREI-
ROS, Lo r’reaeióíí del Derecho, Madrid. 1996,1, Pp. 263-277.
En 0.1 1.2,32 los emperadores León y Antemio presentan la tigura de los Orplíonotroplí/i. enear-
gados dc los asilos, a los que asemejan en derechos y cargas a los tutores o curadores, Los emperií-
dores se cuidan de sujetar a importantes cautelas públicas las posibilidades de disposición de los
bienes de los huértanos por parte de estos quasi tutores. En C.J 13,35 estos mismos emperadores
confirman privilegios (oíríttia prií’degiu} que pincipes precedentes, o ellos tilismos en aittcnores
decisiones, habían establecido para los hospicios de huérfanos o los asilos de pobres, entre otras
casas. También confirman privilegios que habían nacido de disposiciones judiciales o de la costum-
bre.
Si <mí tpo pup iI/os, ve! s’¿duo.s, ecl diuturiío morbo fi tigtílos, et <leí, lles inípetratutn jaemt Ietiita —
tís rlost.rae iudiciurn, tncníoeo ti o o u/it> oosí ro ,uííí ludie,, tn <‘<‘oipcílotitíir, t’<)niittitui n<istro Síu
<‘opiata jaecre. Quío mimo nl mro pPOv/tici<lní, lo qutl !itigtitO P cf testes’ vel iostrítnieti tu siitit, ex;> e —
riontur iurgandi /‘ortuíítíní, ahjue anitíl cautelo servetur, tic tet’flu/,i<>.5 provincitn’uttl sutiPufli <.0-
gOli tur exeedepe, Quod si
1upilli, ve! viduac, oluque jhrtuíío e itt ir,ría ‘o ¿sert¡h/lcs iud/<’/uííí tíos -
trae set’eíiitatis orocerio t, prtíesertim quuín o li<’u¡os pote,; titíní l)erlwt’Pesc’uO1, c’ogrintur u)Puní
<idee1.5<1 tu exotil u ji tiostt’o sui c<íp¿allí Jocele,
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exceptio, por lo cual, y al igual que ésta como parece deducirse de C.J.
3,13,14, deberá ser alegada por el privilegiado antes de la contestación a la
demanda’.
El segundo inciso de la constitutio contempla a estos desamparados
desde una posición demandante. Se altera el criterio procesal genérico de
atender al domicilio del demandado para fijar la competencia judicial8. El
supuesto responde a que estos desvalidos praesertim quum alicujus poten-
titan perhorrescunt, en cuyo caso suplican (oraveriní) al emperador el cono-
cimiento de su pleito9, lo que obliga a la parte demandada a presentarse ante
él para su examen (examini nostro stiam copiaín facere). El concepto de
examen que emplea Constantino debe ser interpretado como el juicio mismo
y no una especie de antejuicio para comprobar la existencia o no del motivo
determinante del privilegio. Aquí, la única causa que debe aducir el deman-
dado es el gran temor alpoder de alguien, lo que viene expresado en el texto
latino con el verbo perhorrescunt. Miedo que parece nacer de la apreciación
subjetiva de quien lo sufre sin necesidad de la existencia de amenazas reales.
Miedo que será valorado por el emperador o su juez delegado en el examen,
esto es, en el juicio. La relación de personas acogidas dentro de este segundo
inciso de la conslítutío no parece haber sido modificado con respecto al pri-
mero. Se mantiene la alusión a pupilos y viudas; desaparece, es verdad, la
referencia a los enfermos y débiles, pero se añade la ambigua expresión aW-
que fortuna e iniuria miserabiles, que tal vez pueda considerarse un cajón de
sastre donde queden recogidos quienes posteriormente fueron llamados por
los textos jurídicos bajomedievales personas cuvtadas. Este inciso parece
responder al procedimiento por rescripto, que se tramita ante el quaestor
sacrí palaíii y simplemente firma el emperador111.
Pero laconstitución de Constantino deja sin resolver ciertos problemas
que, en este momento y por las características de este trabajo, solamente po-
demos dejar planteados: ¿acoge este privilegio a todo tipo de viuda, incluidas
las que se encuentran en una posición desahogada o, tan sólo a aquéllas que
Nenia post li/cío ¿a;ítesttíttíín ordinorioc scdi,s dccl iflet exC/líen, nec pPií45 prtí&ltcti pflictoi’iO
aul eom¡fis Orictífis tel olterius spcr.’tabilis iudicis bnplaret aíí.vilium. sed oppellarirítír legibus
Jc.ídc¿ cid saePum cíudiroriuoi x’eíiiat,
Vid. C.J. 3,13,2; C.J. 3,13,5 pr; C,J. 3,15, auíh. Qua Ii; Prov/neja quis de/Ñu/e
En la constitución Quanda bnperúfor debemos entcn<ler esta ‘súplica’ como un modo reverente
de expresar una petición a Constantino, que nada tiene que ver con el llantado “procedimiento de
súplica” que se instaura a partir del Bajo Imperio.
‘~ “El procedimiento ante el quoesíor roen po/afil, propio de la época tardía, deriva de la actividad
del emperador consistente en dar un rcscrip/um a través de la cancillería o libellis, para que luego
tm juez delegado se encaigne de comprobar los hechos, y dé sentencia conforme ‘al criterio inrídico
establecido por el Príncipe” según D’ORS, r.q.cin. pp. 168-169.
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por su situación social y económica son susceptibles de ser objeto de abusos
por otras personas más poderosas? ¿cómo solventar e] caso en que deman-
dante y demandado sean privilegiados y residentes en distintas provincias:
existe algún tipo de prelación entre los privilegiados? ¿qué sucedería con el
procedimiento iniciado ante el emperador si durante su tramitación falleciese
el enfermo, el débil, o cualquiera de los privilegiados: se devuelve la causa al
juez ordinario competente o continúan los sucesores en el litigio? si la perso-
na privilegiada perdiese el pleito, siendo pobre o huérfano sin bienes,
¿pagaría igualmente las costas, o se extendería su ventaja procesal a este
ti
apartado? entre otros interrogantes
En todo caso, lo que debe destacarse es que desde Constantino se in-
troduce una legislación protectora hacia quienes, por su situación física o
jurídica, se encuentran expuestos a abusos por parte de otros en estados más
afortunados. En el ámbito del procedimiento, se trata de paliar esta posición
desfavorable con la concesión de unos privilegios de elección de fuero. Hasta
qué punto la constitución imperial del 334 -‘--‘dictada en Constantinopla y
dirigida a Andrónico— fue obedecida en Hispania, es algo difícil de saber.
Lo cierto es que, tras el ocaso del Imperio de Occidente, este privilegio
procesal padecerá en Hispania unos siglos oscuros. Los textos jurídicos de
los reyes godos no lo mencionan. No resulta llamativo en lo que al Edicto de
Eurico se refiere, en atención a su naturaleza edictal, y por consiguiente, a lo
que significa de complemento de la legislación imperial, que se mantenía
vigente12. Sin embargo, los redactores del Breviario de Alarico, al seleccionar
las leges romanas~, tampoco guardan la Lex unica C. Quando imperator inter
pupillos reí viduas. Si consideramos que los redactores del Breviario selec-
cionaron aquellas leges vigentes o que ellos consideraron vigentes13, la razón
Para un estudio más adecuado del procedimiento en tiempos de Constantino, C. DUPONT, “La
procédure civile dans les consíitucions de Consíantin. Traits caractéristiques”, Rl/JA, 21 (1974),
pp. 191-213, en especial, pp. 207-209.
Tanto la fecha de promulgación del texto curiciano como su naturaleza son inciertas y debatidas
por la historiografía. Baste citar los trabajos de A. D’ORS, “El Código de Eurico. Edición, Palin-
genesia e Indices’ en Estudios Vis/góticos II, Roma- Madrid, 1960, especialmente el Prefacio. pp.
1-12. A. GARCíA-GALLO y R. RIAZA en Manual de Historio del Derecho Español, Madrid,
934, p. 114. Años después, GARCíA-GALLO en Manua/ dc Hisfopio del Derecho Español, t. 1,
Madrid, 1971, p. 342; en escritos posteriores, este mismo autor, ha llegado a cuestionar la atribu-
ción de la titularidad del Edicto a Lurico en “Consideración crítica sobre la legislación y la costuni-
bre visigodas’, ARDE, 44<1974), PP. 343-464. i. GARCíA GONZALEZ, “Consideraciones sobre
la fecha del Código de Furico’, ANDE. 26 (1956>, pp.7O1-705. Sobre la duda de la naturaleza
edictal del texto, C. SANCIIEZ-ALBORNOZ. “Pervivencia y crisis de la tradición jurídica romana
en la España goda”, en Viejos ~ ;íuevos Esfutí/os sobre las insfifut.’ione.s íncdicvt,les españolas. II.
Madrid, 1976, p. 1022. También, A. IGLESIA EERREIROS, La epeación d,’l Derecho, 1. p. 203.
‘IGLESIA FERREIROS. op. oir., p. 208.
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probable de la ausencia de la constitusio de Constantino es que ésta devino en
ineficaz, y por ello, no había razón para que hubiese de ser acogida en el
texto jurídico de Alarico.
La disposición deI 334 era inoperante. Por un lado, la parte primera del
privilegio constantiniano (los desvalidos no podían ser compelidos a salir de
sus provincias en pleitos que hubiesen de ser de conocimiento del empera-
dor) es posible que hubiese sido aplicado en la Prefectura de las Galias, lugar
de asentamiento pueblo visigodo tras el jbedus del 418. En tal caso, de estos
litigios conocerían los gobernadores provinciales, máximos representantes
imperiales en las provincias. Ahora bien, sabemos que la actuación de los
gobernadores fue lo bastante arbitraria para determinar la creación, a media-
dos del siglo IV, de unos funcionarios municipales, los defensores civitatis,
encargados de defender a los habitantes de la cintas de toda opresión, en
especial contra la tiranía de los gobernadores provinciales y grandes propieta-
14
ríos territoriales i A la vista de estos presupuestos, hemos de suponer que las
personas desvalidas a las que sc refiere la constitución de Constantino no
tendrían en los gobernadores provinciales unos jueces imparciales.
Por otro lado, la segunda parte de la constitutio (las viudas u otros mi-
serables podían solicitar del emperador que substanciase y decidiese su litigio
ante el gran terror que le producía la poderosa parte adversa> sería inaplicable
en el año de redacción del Breviario, cuando la figura del emperador de Oc-
cidente había desaparecido, y resulta inimaginable que una viuda del sur de la
Galia, en una controversia con un potente, acudiese al emperador de Oriente
para que éste la resolviese.
Así pues, la lea Quando hnperaíor devino inútil e inefectiva, más aun
cuando su finalidad, la protección procesal dc los desvalidos, podía ser ase-
gurada por unas vías mas acordes con la realidad de ese tiempo. Sí, porque el
Breviario acoge al defensor cinisatis en su función de protección de la ple-
be’5, dotándolo de potestad judicial en causas criminales menores’ <. Sin em-bargo, se le suprimió el conocimiento de las causas civiles que les atribuía
una constitución del 364 de Valentiniano y Valente, que no fue recogida en
el Breviario?. Esta función judicial civil debió ser atrubuida al judex cirilo-
fis1 ~. El defensor pervivía en tiempos de Recaredo’9, y aún de Recesvintoíí
C . SANC HEZ—ALBOR NO’!., Ru /0<1 y exti,íc’i<5;; del ir;í,,íi ‘Ip ic roníano en Españtí e institil<’/o—
‘íes títe le reemplazan, Buenos Aires. 943. p. IV.
~ L.R.V. l.l0,2(=CTh _ 1 ‘97
>
‘~ l..R.V. 2,1,81=C.’l’li. 2,1,8)
I7~ SANCHE’,~.-ALBORNOZ. op <‘it p “‘
Pocas noticias se tienen <le este peisonaje. pero su aparición sc piesume poes> antes del 476, con
a única función dc administrar usticia en el ámbito municipal, J. SANCHEZ-ARCILLA, Historia
del Derecho. 1 l,í.stituc’io,íe.s’ polñiea.s y Ac/,ni,íi.s’tra/lías, Madrid, 1995, Pp. 182—183. SANCHEZ—
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pero convertido ya en un juez subalterno dentro de la organización jurisdic-
cional visigoda.
Pero este defensor civitatis, como el municipio romano en el que ser-
vía, durante la vida del Reino godo fue paulatinamente arruinándose hasta
desaparecer=í.Y esa función de protección de los desvalidos frente a los
poderosos fue asumida por los obispos, naturalmente después de la conver-
sión de Recaredo y la gens gbotica al catolicismo en el III Concilio de Tole-
do. A partir de entonces, los obispos tuvieron una activa intervención en la
vida municipal durante la pervivencia del Reino godo22. En especial, se debe
destacar el control sobre los jueces laicos sospechosos en causas de pobres en
LI 2,1,22 (=F.J 2,1,22)23, y el ejercicio de un ius distringendi en L.l 2,1,28
= F.J 2,1,28) 24
ALBORNOZ, np. ci!., p. 76, considera al judex civitotis la misma magistratura que el <‘onies c’lvi-
tatis, y sería la pertenencia o no a la comitiva regia lo determinante de una u otra denominación.
LI. 1,1,11.
Li. 2,1,25.
SANCHEZ-ALBORNOZ. rn, cit., en especial, cap. IV, LVi,í;vir5;í o/í’ido del municipio hispo-
¡lo — rrníín,ío. pp. 99— 1 29.
77 SANCHEZ-ALBORNOZ. op. cm, p. 96.
Si guis iudit’eoí <¡uf c’omitem vel vh.’or/um c’otnifis ser, fiufaduití suspectos hobere se dixerir,ef
<íd suri’” <lucen; odilum accetlendi pnposcerif ver fortosse eumdem ducem suspecfum htíbere se
dixer/f, jiojí sub litre ocensione pef ¡toe, nc prneserfim poriper gui//be! patiofur ulfro dilatiooem.
Setí //ís¡. qííi ¡ud/conf cius ¡íegatiurn undesuspeeti dicuntur habed, eum episcopo civilatis atí
liguidíiío dísr.’nuatít, nftíue per!roe!en! er de guo iud/cavep/nt paí’iter c.’onscribcírít, subscrihotítgue
/utliciuín: cf gui .suspectutn iudiciem hobere se dixerar. si cotífra eum deineeps freril guerelotus,
eo;nplefis prius ~juaepee iud/cium .stafuftí sutíf..scia! sibi opud audie,ífio,n principis appellare
iudi,.’ení essr’ peí’níisuín. itt; uf si mr/ev reí .sac’erdo.s repertí Juerltí! o eguiter iudit.’tisse, e! res
ab/att; guereítínt/ restirunfur od integruní. ex a guihus olitep guao; ventas habuil lud/cotun; es!,
al/ud fantuní de tebus fiPotiii.s ci si! so 19sfoc/uní Si cerfe ioiusftítn t’<,n Ira iudicens t
1uerelnní detu-
leed, et enust,m, de qut; ogitur; irisfe ¡utí/cafaní fuis.s’e cri;jsfiferit, da,nnum, guotí iude.v sort,re
tlebuit, pefifo r soeticífue. Et si non htíbuerit unde c’oníposilioííem e.s’olvtí t, C. finge/lis exte,ísu.s
/.í ublíce ¡o elos dom ¿udices p;’tie‘se luía veAvre tur, Noto si fo PIe <¡u 79utí el pro u ti U icí e eeg’ ¡o
aliguid seire se dixer/f, oditus ci od eo,íspecfuni ¡lostíne glorioe negorí ¡lot; polen!.
~ Sacerdotes De/, guibu.s pro remediis oppPes.soeurn ‘el poupeerim <livinitus cupo c.’omissa es!.
IJea medicínte te.íttínsur ja irid¡ces peníersis /u<í¡ciis popo/os oppeioieiite.s pofePtía piefofe r’rííímo-
íleonI, t¡í.ío oía/e ¡uchc’ota melioe/ debeonf eíneodaei seííterít/a. Quotí si u gui iutlico río polesfofe
fu¡íguí’ífuí; tiul /n/ust/ iudicoíeei,a eaust;m, <mt /)eni’ersom voluerint ir, gíwlibef feí’re seo!enflan;:
tucír episcopus’. Pl euius hor..’ territorio agitun con “ororo iudic’e i¡5o. gui iniusfus n.;’serritur,
aígue sacerdo;/bus, vel ido;; eis <rIus viris, u eg oficio; ipsum uncí cmli iridice coníítlun i sen teuí/ía
ííísíus,sí,íie terítiííief. Quod si perversa c’onte,jtio,li /utlex ¿pse pe;’motus iríiguuom a se cArtujo
iudit.’iuní. exhotían te epíscopo, nolií eí’it rejo uníare ¡u; oiel,us, tuot.’ ep¡5<0/90 ¡pU licitu;n cnt iur./i—
<luto de ruppre.si (‘00.50 etoiltere, ita ‘,t guití a ij,d,ee ¡pso perverse indicotun,. guidie o se r:’oru’ec-
¡uní exst/fenif, it; s,oecinli fórníalo irrdicii sri debeo; adnofori. Sitlgue idení episcopus, er eno, <ja;
oíp riun ita r, et eníis.s’u,o o se de opp¡’esi <‘tiuso iud/ci,orí nos!ns jirr <‘jite dijigere serjsibus pee—
¡¡‘tic ‘tanda.un. utgue íí<írs íjdeafur veniftrtis htíhere stt;fuun. glorioso seren iltítis ousrrae ou’cícíílo
r’rmnfirniefur. ¡<¡un vero si iude.r eíí,o, gui mole oppn/rtí/fur, episcopo dore pror’sumpseu’it, gur»,iodo
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En el Liber, pues, tampoco se hace referencia expresa a unas ventajas
procesales de elección de fuero semejantes a las recogidas por Constantino
en favor de personas desamparadas, pero a través de la fiscalización eclesiás-
tica de la jurisdicción secular se trata de evitar abusos procesales sobre los
oprimidos y los pobres (oppresorum vel pauperum). De igual modo, la ac-
tuación directa de la Iglesia por la institución de la Episcopalis Audientia, no
suficientemente estudiada en este período, quizás hubiese contribuido en esa
labor de protección de los desvalidos.
Desaparecido el Reino godo, a lo largo de la Alta Edad Media surge un
Derecho que complementará el Derecho recogido en el Liber, vigente ahora
como Derecho común25. Alcanza notable desarrollo la figura de lo que se ha
denominado el rey-juez26, al tiempo que, sobre todo en Castilla, los jueces
municipales se encargan de la administración de la justicia, en conformidad
con criterios nacidos de su albedrío27. El Derecho altomedieval es esencial-
mente personalista: la vinculación al municipio o la pertenencia a un grupo
determina la norma jurídica que deberá ser aplicada a una persona concreta28.
99
La asistencia y la seguridad se encuentran en el grupo y en el fuero . No es
de extrañar: el débil poder político altomedieval no puede garantizar la pro-
nosfeoe gíonioe debeo! prt¡esenlori, iudex ipse dutrs our/ lIbras nos¡nae glonioe debebil poxtibris
seculares, es imprescindible acudir a O. MARTíNEZ DIEZ, “Funciones de inspección y vigilancia
del Episcopado sobre las autoridades seculares en ci período gótico-católico”, en Re,’istrr Esíítrñolo
de Derecho Conóoierí, 15 (1966), Pp. 579-589.
Para una exposición del surgimiento de estos Derechos especiales al lado del Derecho común del
Liber vigente pese a la caída dc la monarquía goda. A. OTERO VARELA, “El Códice López
Ferreiro del Liber tudiciorum’, A/IDE’, 29(1959), Pp. 557-573.
‘~ A. MARONGIU, “Un momento típico en la monarquía medieval: cl rey-juez’, en A/IDE, 23
(1953), pp. 676-VIS. particularmente, pp. 705 y ss.
“ G. SANCHEZ, “Para la Historia de la redacción del antiguo Derecho Territorial castellano’,
ARDE, 6 (1929), Pp. 260-328. Sobre la improbabilidad de que los jueces castellanos creasen un
Derecho “de la nada tras la desaparición del Reino godo. IGLESIA FERREIROS. La epeociótí del
Derecho. Utro hlstotio de lo foroíoeión <le un Derecho estattrl español, Barcelona. 1992, 1. PP.
313-314.
~ En teoría, el ordenamiento jurídico medieval es único, ya que se idenúfica con el orden divino,
“iusticia id esí Deus’. En la práctica, sin embargo, nos encontramos con una pluralidad de ordena-
mientos nacidos de las diversas identificaciones que se realizan dc ese orden divino: cada grupo,
cada persona trata de saber qué lugar ocupa. A pesar de dicha pluralidad, la unidad teórica no se
rompe, IGLESIA FERREIROS, La creación del Derecho, 1996, 1, PP. 3t)4-305. A mayor abun-
damiento. P. GROSSI, El Orden Jurídico Medievtíl, traducción dc F. Tomás y Valiente y Clara
Alvarez, Madrid, 1996, especialmente. pp. 96-LOO.
“En ese ámbito de convivencia reducido, el ámbito vecinal, es al mismo tiempo el ámbito de
seguridad del individuo medieval; entre todos los vecinos hay una fidelidad que les asegura entre sí,
y fíente a los restantes miembros de otras comunidades’ en IGLESIA FERREIROS, La r..’netír:ióuí
del Derecho. Cija historia <¡el Derecho espolio!, Barcelouta. 1988, p. 92. Como ejemplo, Fuero
Sepúlveda 16.
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tección de sus súbditos en una época de predominio del recurso a la fuerza y
la venganza privada.
En los fueros municipales consultados no hemos encontrado un trato
procesal privilegiado en el sentido de la constitución de Constantino hacia las
viudas u otras personas miserables. La introducción de un privilegio procesal
como el que estamos estudiando, que sería una norma totalmente nueva en el
Derecho castellano, hubiese indicado que el monarca se encontraba en condi-
ciones de fuerza política para asumir la protección de todos sus súbditos,
también de los desamparados, lo que no aconteció.
Las personas desvalidas, como muestran los fueros, son protegidas por
su familia o por las autoridades municipales: los huérfanos se encuentran
bajo la tutela del cónyuge supérstite, o en su defecto, de un pariente cercano
que se encargue de su persona y bienes30. La situación de las viudas es más
compleja y más variada la normativa jurídica’ . No obstante, las viudas, pero
también los demás súbditos, accedían al monarca en “primera instancia”
cuando presentaban sus causas ante él en los desplazamientos que por el rei-
no realizaba con su Curia.
En la esfera procesal, objeto de nuestra atención, Bermejo Castrillo
afirma que “predomina, en general, una actitud de tolerancia hacia la inter-
vención, activa o pasiva, de la viuda como litigante”32. Las viudas podían
~ J. MARTíNEZ GIJON, “Los sistemas de tutela y administración de los bienes de los menores en
el Derecho local de Castilla y León”, A/IDE. 41(1971), pp. 9-31. Con relación a la guarda de los
bienes de los huérfanos, materia especialmente tratada con respecto a estos menores en los fl,ieros,
continuando la pauta de LI. 4,3, De pupillis e! de eorum fuforibus (= F.J. 4,3, De los huérfanos, e
de los que los defienden), cabe citar, entre otros, F. Salamanca 350-351, F. Coria 85, E. Zorita
217,oF. Cuenca 1,31.
~ Tras la muerte del marido, no seria infrecuente que la viuda volviese a convivir con su familia,
retomando a la tutela de padres o hermanos y, tal vez por ello se le exigía, en caso de segundas
nupcias, el consentimiento de los parientes: E. Avilés 25, F. Alcalá 74 o E. Cáceres 68, entre otros.
En caso de rorzamiento. delito muy regulado yen el que sc e~uipara a doncellas y viudas, serán los
“parientes” los “enemigos” del forzador: E. Salamanca 227, E. Zamora 33, F. Alba de Tormes tS,
F. Escalona, E. Peralta, F. Plasencia 66 y 747, 1<. Medinaceli o E. de Miranda de Ebro. Se impone a
los hijos ricos la obligación de atender a su padre, y madre, easo de que ambos o uno de ellos cal-
gan en una situación de miseria, bajo la pena de retomar a la potestad paterna en F. Sepúlveda 181
o F. Plasencia 30. Las arras entregadas al tiempo del matrimonio han sido contempladas con la
función añadida de sostener a la viuda y a los hijos, si los hubiere, en la Confirmación de los Fueros
de León y Carrión por D’ Urraca en 1129. Es, sin duda, en materia de Derecho dc familia y Derecho
sucesorio donde la disposiciones que afectan a las viudas son más abundantes. Una exposición
completa y sistemática de la situación jurídica de la viuda, se encuentra en E. CACTO FERNA-
NEZ, Lo condición jurídico del cónyuge viudo en el derecho visigodo y en los Jhe ros de León y
Costilla, Sevilla, 1975. De igual modo hay interesantes referencias en MA. BERMEJO CASTRI-
LLO, Parentesco, Motrienon/o. Propiedad y Herencia en lo Costilla Alfomedievol, Madrid, 1996,
Pp. 270-271.
••~~ Pou’e,ítesco, p. 270.
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acudir a solicitar justicia por sí mismas, pues se mantiene como Derecho
común en esta materia, la antigua recogida en L. 1 2,3,6 (= F.J ~ Con
todo, no podían salir fiadoras de otros si no es para favorecer a personas
dependientes de ellas, en la línea del espíritu del Senadoconsulto Veleyano34.
Los fueros municipales protegieron procesalmente a las viudas —y también a
los huérfanos— como consecuencia “de la primitivización que experimenta
el proceso donde los recursos a la fuerza y a la influencia ‘—prendas, ejecu-
ción de sentencias, reclutamiento de testigos, etc.— situarían en clara des-
ventaja a una mujer~~>~. Los fueros recogen el otorgamiento por los alcaldes
de bozeros a las viudas y huérfanos36; asimismo, las costumbres obligan a los
alcaldes, bajo pena de pagar ciertas cantidades, a tener un comportamiento
derechurero tanto con los pobres —muchas viudas lo serían— como con los
ricos37. Las viudas disfrutaron de ciertas exenciones tributarias nacidas de la
presunción de que la mujer que ha perdido a su marido fácilmente tropezará
35
con dificultades económicas ‘. Las personas miserables, los pobres, se en-
contraban especialmente defendidas en algún tuero, como fue el caso de F.
Santiago de Compostela de 1113 otorgado por Diego Gelmírez39.
Sobre esta anligno, D’ORS hace iníeresantes observaciones en ‘Código de Eurico, pp. 56-57.
» CACTO FERNANDEZ, op. cix.. p. 24.
CACTO FERNANDEZ, op. ci!., p. 23.
Vid. E. Plasencia 332 o F. Ledesma 173. En F. dc Salaníanca 276 se ordena a los alcaldes que
den ‘ozexo a viuda y huérfano que no menga más de quince años. El caso de Salamanca es muy
interesante. En su Fuemo nos encontramos con varias costumbres en ravor dc las viudas, tanto en lo
que sc refiere a garantía de su sustento, por ejemplo, en capitulo 220, en el que se recoge lo que se
denominó la “ley de viudedad”, como en garantías de tipo procesal, además del citado cap. 276. el
cap. 293. Además, en sus Ordenanzas dc 1619 hay un título referido a los De/’errsrires de prilír’r’.s de
os qtic se dice De/ex; so u r s tic pol res se eligorr dtís .señcí res Regi<lou’e.s, el r¿íxiurío c’riujsistou/ti del
<rulo, íío rtí t’l síg;í íer;te y tcrrgorí c’iuvrl<irío dc <lr/eu dcx’ a Iris pobres y ji epsouutís trgí ‘u í’/trrlas, y ir;
rroníh re de lo ( rutíatí suplí ‘op uí señor Corregidor’. y Jo eres o tuxítíexí r’eoiedi<ír’ los a ro 1~1,5 guíe
se les Ii iciruen, xii> Ir, lía rexítlo pedirlo conio rnt¡s <‘<ir> ;‘curv<r. rS rur u’esitleujr.’icr, 6 ar.’,idir’urdo a su
Muges xcrd: s’ pregori < Si <<ir/ti <rOO <jo mci íes son tle/éuísríres <Ir’ jiribres, ííaun ríur’ se .scprr, s’ ce rudaur
ti ¡;edir auurpa rrí dr /er; síu ei7 j , SANCHEZ RUANO, Eaero <1<’ Scr laoícíí idi, Salamanca, 1 87(1. í,í,.
153—154. Cargos somejantus a éste. sr>n el de dipruttrtlos dr’ ruñáis liríérfirurus. y’ nr’ pribr’í’.s err u’;’,’-
gori ~‘tituti’s.En otros 1 ueros mimunicipal es son las mis mas autori <lades q u ienes han de gestionar los
negocios de las viudas como en F. Alcalá 1 .‘ , el iutlex teurga ltr iris <le 1<; s Ii /l,clnrs, de Iris o ,f¿iuros,
r’ drí st, var;. En F Soria 137. las viudas no están obligadas a acudir personalmente al juicio. pu-
diendo actuar en su nombre tin procurador.
En F. Zorita 336. los alcaldes han de ser t’ooííuuíí:ílcs con pobres y ricos; F. Sepúlveda 181, les
exige que scan deu’echris it todos, ricos s’ pcibrcs, altos y bojos; F. Plasencia 30, obí igz; a los ,i ucces
y alcaldes a ser crují ecu; ¿bIes u pobr’e.s y ritos.
CACTO FERNANDEZ. op. cit,, p. 19, Vid. E. Palenzuela, dtuode se exime de la .sr’u’ura hasta el
cabt, dc tiño; o E. Coria 136, donde Las viudas pobíes no pagan pechos; en E. Brihttega 327, la
viuda y el huérfano ni van en /hu;.sudo ni pagan ¡¿tisudera.
Si go/s poxeuí xurrí iud/.’// eausoter xrtí<xu ¡‘e nrdr’ers rs puupererur, tel di/fluí ¡re líoluaer’/r. s/u;í ileutí
per’soríorn ti troduetrr gíítre per se <‘uustrui 0<1ro dei/ru itrr, <‘u; /6cte n.u/ospial;; xrít;gesfn ire j,<í ríííí’r’rs
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No encontrar en los fueros munteipales alusión al privilegio de las viu-
das y otros miserables en absoluto resulta extraño ni indica que estas perso-
nas careciesen de un tipo de protección procesal semejante. La disposíeíon
40L.l 2,1,28 de Recesvinto, a la que ya hemos aludido , se mantuvo vigente
como Derecho común en el Altomedievo. Esta misión de guarda atribuida a
los obispos sobre la actividad jurisdiccional de los jueces laicos en las causas
de pobres también la encontraí’nos en la versión romanceada del texto visigo-
do realizada por Femando 111. Así, en F.J 2,1,28 los obispos pueden amo-
nestar a los jueces secttlares é que fagan buena vía, e que desfogan lo que
iudgaron nial. En el supuesto de que eljuez secular no quisiese modificar su
decisión se formaría una comisión constituida por el obispo de la tierra, el
juez laico, otros obispos y unos hombres buenos; con el consejo de éstos, el
obispo de la tierra y el juez laico deben llegar a la enmienda del iudicio, que
en todo caso, sólo el juez sentenciador podrá voluntariamente alterar. Si el
juez secular se negase a variar la decisión del pleito, el obispo entonces lo
puede juzgar por si y podrá acudir al rey con un escrito de como lo enmendó
para que el monarca confirme lo que considere ser derecho. Modificada por
el monarca a instancia del obispo la decisión del porfiado juez secular, y al
entenderse que el juez había juzgado torticeramente, su judicio es nulo4m. El
monarca puede juzgar en “primera instancia” causas de pobres a través de la
intervención de la autoridad episcopal.
Esta apoyatura legislativa es reflejo de las doctrinas políticas de la épo-
ca que influidas principalmente por San Agustín y San Isidoro exigían del
monarca un recto gobierno, justo y ínisericorde si quería ser llamado rey. Los
concilios eclesiásticos, que hasta la segunda mitad del siglo XI frecuente-
mente trataron materias seculares incluidas las relaciones entre el rey y sus
súbditos, no permitieron que los mandatos bíblicos de amparo a los despro-
tegidos fuesen olvidados. La protección de los desfavorecidos formó parte de
la potestas regendi. Este aspecto de la actividad regia, además, fue común en
el sentir europeo42.
¡usu/sl/a su//iucetur.Saprtí nt. 24.
LI. 2,1,27 (=F.J. 2,1,27).
~ Com<í ejemplo, el Concilio VI de París (829> dispuso: Rex a ¡‘ccxc agendo í’oc<ítur. Si uíioí pie el
uxte, ej xxi iseu’icordixer rr?git. omento rey opelltitus; si is (‘ouse rif, juan rex,scd xyscíru uns es!, Re’
g<ile un ir;istín/aun spec/obites et populuoi Dei gí¿berntí re er revere eunh eguíto rr~ e! íjust;!;o, et u!
íutíeemn ex crírucnurdioruí liobe siudere. Ipre eumitn debex jrimo defetisor e.sse Ecr’le.sicuruní e! servo-
ruuíí l)ci, u’idutirjuní, rurphouíorum, ujeteroruen que pauperuto, tíec’uuoou e! orjmniun; indigeu;tiííun,
citado por J. MALDONADO Y FERNANDEZ DEL TORCO, “Las relaciones entre el Derecho
canonmco y el Derecho secular en los concilios españoles del siglo XI’, A/IDE, XIV (1942-1943),
p. 328, not. 513; también JONAS DE ORLEANS, De I,íst/xux/one Reg/<í, 4, escribe lpsoruun etiouuu
o//iciion esx so/uf; cf ministerio .soeeu’dofíín; soler¡er propiscete, eorumgííe orunis ef puofecixorie
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El transcurso de los siglos desfasó al Liber incapaz ya de ofrecer efecti-
vas soluciones a la cada vez más compleja vida jurídica, por lo que fueron
apareciendo, por vía consuetudinaria, una serie de supuestos concretos en los
que el rey, o el tribunal de su Casa, será el único en conocer “en primera
instancia”. Supuestos especialmente graves para la estabilidad y seguridad
del Reino. Serán los llamados casos de Corte. Entre éstos se acabarán intro-
duciendo, ya en la Baja Edad Media, los pleitos de las viudas43.
Al abordar la legislación de Alfonso X en esta materia, se ha de señalar
que el monarca castellano no sólo recoge en su obra la disposición imperial
del 334, adaptada a la realidad castellana, sino que acabará introduciendo,
entre los casos que tradicionalmente se venían reservando al conocimiento
regio, los pleitos de los huérfanos y pobres, también los de viudas. Por ello,
hemos de tratar ambos aspectos de la regulación que hace Alfonso X de los
litigios de las viudas y otros miserables: como privilegio procesal44 y como
caso de privativo conocimiento regio.
a) Los pleitos de viudas y otros desvalidos como privilegio procesal de elec-
ción de fuero
Alfonso X, teniendo a la vista la La unica C. Quando Imperasor, reco-
ge los dos aspectos de la disposición de Constantino en P.3.18,41, bajo la
Ecelesia Cluristi debe! tueri: ,‘iduoruní, orphauíou’uxn, cexororurngue pouperuní, xmecx;on ex orn-
n/utn itídigentiutn inopia de/’endi tomado de IGLESIA FERREIROS, Lo ereoe/óu; del Deree/ro,
Ar;tologí’a de textos, Madrid, 1996, p. 76.
~> G. SANCHEZ, Libro de/os Fueros cíe Ccísf/elltí, Barcelona, 1917; en la raiaña LIV, se esta-
blecen las cosas que el rey deberá pesguerir auvendo queu’cllosos. No ‘ecoge los pleilos de las
viudas ni de otros desvalidos, En F. Zorita LS, se fijan los casos <le Pol<íe/ru, “ en F. Temuel 54
(MAX COROSCH, El Fuero de Teruel, Stockholm, 1950, p. 115) se mencionan las caloñas a las
que tiene derecho el Palacio pero en ninguno de ellos encuotramos referencias a las viudas ni otros
miserables,
44 Lo cierto es que a lo largo de las Partidas aparecen otras leyes que muestran una serie de ventajas
procesales en favor de viudas y huérfanos. En P. 3,6.6 nos encontramos con la concesión de procu-
rador a las viudas y huérfanos por los Juzg<ídrures cuando la parte adversa sea poderosa. Se busca
mantener un principio mínimo de iguladad de los contendientes en el procedimiento. Esta ley tiene
sus precedentes no ya en el Espéculo (E. 4,2,13, donde se permite al adelantado, con permiso real y
tras su renuncia al cargo, ser vozero dc la parte desvalida> sino en algunos fueros municipales (en
materia de fueros, suplo nota 36). En P. 3,2,34 y ss, sobre los días feriados en los que no sc puede
interponer demanda, se exceptúa, entre otros casos, demandas relacionadas con los guardadores de
los huérfanos, o demandas de viudas que fitieosse
1íreñodo de su unciriclo, que la xnetiessen crí
tenencia de olguno.s bienes. por rozor; de la ex/aturo que tuviesse etu su vienítre. En E. 4,4,10, fija
la norma general de que el demandante no pueda interponer su demanda en los días feriados, sin
excepciones, las cuales se establecen en E. 5.6,7. En esta ley se acoge la posibilidatí de que se
realice el juicio en día feriado si se trata de cosos que non se deven alongar, así cníunn> e,m dar
guien guarde tul huérfano ea sus cosos. A pesar de lo cual, nada se dice sobre las viudas,
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rúbrica Como non debe valer la carta que fuere ganada contra biuda, 6
huérfano, ó contra alguna de las otras personas que son dichas en esta ley.
La enumeración de privilegiados, huérfanos, e biudas, o los omes muy vie-
jos, o cuytados de grandes enfermedades, 6 de muy gran pobreza... o contra
otra persona semejante delIos, de quien orne deviesse ayer merced, ópiedad,
por razón de la mezquindad, ó miseria en que vive, recuerda la que se hace
en la disposición imperial45. No puede verse contradicción o diferencia con
lo señalado en la constitución constantiniana, salvo las que suponen adapta-
ciones a la realidad castellana. Así se debe entender la alusión a las cartas de
emplazamiento, o el inciso que establece que los privilegiados no pueden ser
obligados a responder ante un juez que no sea aquel Juez de su logar do
viven.
De manera semejante a lo establecido en la segunda parte del privilegio
de Constantino, los demandados por desvalidos que hubiesen ganado cartas
de emplazamiento han de acudir ante el rey u otro juez en quien éste delegase
el conocimiento de la causa46.
El privilegio que regula el monarca castellano es el mismo que había
establecido el emperador Constantino. Alfonso X justifica este privilegio
hacia los desvalidos en el deber de los reyes y emperadores defazcr a/can~iwr
derecho, e los mantener en justicia, de manera que no reciban tuerto, fin
fuer~a de los otros que son mas poderosos4>. Como he indicado anterior-
mente, la realización de la justicia cristiana en la tierra es el deber funda-
mental de los gobernantes del Medievo48. Esta ley, que carece de precedentes
en el Espéculo, es novedosa en la legislación castellana.
En P. 3,23,20, en el titulo dedicado a las alzadas, ahonda en el funda-
49
mento del privilegio a las personas desvalidas . Esta disposición muestra un
marcado talante cristiano en el comportamiento deferente hacia estos grupo
por parte del monarca. Esta, sin embargo, es una norma que si tiene un pre-
~‘ En este sentido, nota 6.
Mas los otras cartas que quolquiero de estas personas <‘uyfados contra otri ganasse. poro
oduzirlo ante ci Rey, o ante otro Juez que le otorgasse que lo oyesse, e le flziesse acer derecho,
mondamos que vala.
~> Supra nota 4.
P. 327,20, B/udnís, ó huérfanos, si oc/eren aleadas, o otros pleytos, porque han de venir a lo
Corte del Rey, ellos debe judgar. E esto es, porque oíaguer el Rey es renudo de gucírdar a todos
los de su tierra, señaladamente lo,r debe jázer c< éstot porque so,, assí como desc¡nuparado.st e
‘mis s;xí conse>i que lc>s otros. Esso mistno deziunos de Icis otr<>s que son torr pobres, que r;ouí han
calía de ceir;xe maravedís. E de los que herorj ricos, e honrados, e despues vienen a pobreza, en
manero que e/Rey en!metida, que son unuy desc.’aydos del esxado en que solio,> ser: o de aquellos
que so,; mus’ tít/os, e vienen jior si o lilirar los pleitos. Ca por fules como estos, cuatido se
<íl<.’aretí o el, piedad le decen moler, iiora librolos el ¡nisino, ó les d<ír quien; los libre luegni.
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cedente legislativo en E. 5,14,1550.
Hemos de detenemos brevemente en estas dos disposiciones. P.
3,23,20 y su precedente, E. 5,14,15, tan semejantes en su contenido. Y dete-
nernos en lo que pueda significar el inciso o otros plevtos, que se encuentra
recogido en ambas leyes. Desde la perspectiva de Partidas, este inciso o otros
plevtos no genera especial dificultad interpretativa ya que, no siendo alzadas,
han de ser los litigios privilegiados con el fuero regio a los que se refiere P.
3,41,18 en relación con P. 3,3,5; ley esta última que trataremos más exten-
samente en el siguiente apartado.
El problema vienen planteado desde la óptica del Espéculo, texto que
carece de una disposición semejante a P. 3,41,18. Entonces, ¿ a qué se rel’iere
el inciso o otros pleitos, que llegan al rey pero que no son alzadas, en E.
5,14,15? Si resultaba regular en los monarcas castellanos un trato procesal
especial hacia los desprotegidos del reino en atención no sólo a la aplicación
de L.l 2,1,28 como Derecho común, como he señalado con anterioridad, sino
también al cumplimiento de los mandatos bíblicos, parece que el Espéculo
recoge, aunque de un modo aparentemente oscuro. aquella posibilidad de
sustanciación “en primera instancia” por los reyes de los litigios de pobres.
No obstante, y tal vez por el carácter inacabado de la obra, lo cierto es que en
el Libro dcl Fuero no se encuentra una disposición que permita a los obispos
fiscalizar la actuación de los jueces seculares en las causas de pobres. Sin
embargo, Alfonso X ni desconoce ni desentiende esta tradición legislativa
procesal pues en P. 1,6,48 bajo la rtibt’ica Que los Cierigas ¡taxi Jete,; ser
píe ylesses ¡un Juezes en pleyto seglar se encuentra una normativa que indica
que no conviene a los clérigos usar de los pleitos seculares ca esto noxí les
pertenece; pero inmediatamente excepciona una serie de supuestos, entre los
que se halla quanda el juez seglar non quiere jazer derecho a los que se
querellan de algunos, a quicíz el ha de poder de juzgar, en/once puede el
Obispo amonestarle que lo faga, e si non It) quisiere ¡¿ter, detenía en ijar al
Riudtns o limerfri rrcís si o ‘icre,; tu Izadas o 01ros pl eytos pou’q ir’ avtí it de /hzer ‘‘crí ir tu la n ‘al ‘ti’ niel
rey, él los deí,e ¡udgtí r e non ji irrguuí otro. E esxcu es porque uuitig ir’ r n’l r’e<.’ <‘5 ¡<‘ji mit/o <le gjiti r’tltii’
todos mis di’ s u tierra,seiial<rdt4nrej; te líu debe /6zer tu estos, porq ir síu; ojuin’s cíeser; pu tejíttidos, e
tntis sin (‘ouuse’o que mus <‘tras, e por e,ítIe los debí’ líiegcu nus’r e ¡udgar’. Eso un/s’íío decir; ros dc’ Icus
otros que serrí tau i pobres. <píe ti <ni /ítíuí vaI/o de “esuite uíurs,, e <le los tíu n’ ¡hexerí r’/ íus e cují todos,
e <lespu es vinieren tu pobreztí cuí jn.anerti que el u-e3’ erixie ríde gui’ 5<411 rijas.’ nln’ttjydo.v en dn’l n’stado
cuí que soliaui e.s ten r o seer, o de aquellos que /ún’sseuj irías i‘irjos e 1 ‘huíen por si tu huía r si.t
pleitos. Co
1,,r ¡tríes «orno estos, guuíuitlo se alztj iui tI ti, ji ii’tltit le dílie liuru ‘nr pci cci libro ríos el
¡nistrio luego. En la edición del Espéculo que manejamos, ¡<ir- Ccdigrus Es¡uc,íínules. Madrid, 1872.
t. VI, se alude a “viudas y buértlinas’’ to que parece ser, con respecto al femnenitio de estc óltimo
giupo, un error dc inípi’esión habida cuenta del empleo del masculino “huém’fanos” en cl ‘esto de los
textos ya scan biblienís, doctrinales o legislativos que a lo largo de este trab’aio he ui.ilizado,
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Rey. Este texto recuerda, sin duda, FJ. 2,l,28~’.
Se había introducido la obligación, en materia de alzadas, de demandar
primero por fuero del lugar a fin de ir ascendiendo en la pirámide judicial
hasta llegar al rey. Este requisito se mantendrá en la legislación posteriori
Sin embargo, dicha obligación se exceptúa en los casos de conocimiento
privativo por razón de la materia, supuestos que por su gravedad para el rei-
no, el rey o sus tribunales conocen en “primera instancia”53. Por el contrario,
en los casos de privativo conocimiento regio de naturaleza personal, que
debieron proliferar y llegar abundantemente a los tribunales reales, los mise-
rabIes si han de intentar alcanzar Derecho por el fuero de la tierra, como dice
P.3,3,5. Ha de observarse que el texto de Partidas no exige una sentencia del
juez del lugar, no se trata de no haber alcanzado Derecho, se dice que non
podiesse tambien alcan~ar derecho por el fuero de la tierra. Naturalmente,
si el monarca castellano exigiese una sentencia del juez de la demarcación
estaríamos ante un supuesto de alzada. El “no poder” tal vez queda a la apre-
ciación subjetiva del privilegiado, lo que conduce al conflictivo tema, como
más adelante señalaremos, del momento procesal oportuno para alegar el
privilegio54. Es decir, ¿cuándo debe el privilegiado considerar que no puede
alcanzar Derecho por el fuero de su tierra: en la demanda, si es actor; en la
contestación, si es parte pasiva; en cualquier otro instante a lo largo del pro-
cedimiento, con lo que esto podría suponer de dilación de la causa?
No es sorprendente que el monarca castellano ante la nueva organIza-
ción judicial que establece, donde los jueces son nombrados por él en un
sistema jerárquico, pretenda que a su Corte y tribunales lleguen únicamente
aquellos asuntos que resulten más complejos o trascendentes para la seguri-
dad y estabilidad del reino, buscando que los de menor importancia sean
sustanciados y resueltos por los jueces inferiores. De este modo, unificaba
por la vía de la aplicación del Derecho lo que no podía hacer por la vía legal.
Sin embargo, Alfonso X vive en el mundo de la Recepción del lus Commune, de las doctrinas
políticas que favorecen el fortalecimiento del poder real y de las teorías de la canonística tendentes a
la separación de las fanciones espirituales y temporales; difícilmente permitiría el monarca castella-
no una electiva fiscalización eclesiástica de sus jueces. Por ello, en las Partidas se les otorga a los
desfavorecidos la mayor protección posible: la concesión del privilegio de Constantino, y su consi-
deración como coso de privativo conocimiento regio. De todas formas, este inciso de P. 1,6,48.
que se mantuvo a lo largo de los siglos en La Legislación castellana hasta Nov. R. 5,22,5, no debió
ser aplicado en España. A este respecto, mfra nota ¡01.
~ OORR. 32,14; NR. 4,3,8; Nov.R. 11,7,1,
~‘ P. 2,3,5,
~ mfea, pp. 32-33.
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b) Los pleitos de viudas y otros desvalidos como caso de Corte
En tiempos de Alfonso X, los casos de Corte pasan a ser objeto de una
regulación legislativa mas precísa55. Entre ellos, el monarca castellano inclu-
yó, por vez primera en los textos legales del reino, los pleitos de las personas
desamparadas.
No obstante, Alfonso X no introdujo en el Espéculo una ley, al estilo
56de P. 3,3,5, que estableciese los litigios de privativo conocimiento reglo’
SANCHEZ RUANO, Fuero de Salauuíaruca, Salamanca, 1870, p. 119, señalaque ante las dudas
y controversias existentes, ya Alfonso VII en ley 7 de las Cortes de Nájera fija las causas sobre las
que el rey debía conocer privativamente: Esta.s son las cosos porque el rei debe maridar Airee
pesquiso por fuero tic Ctísricllo havietítía querellosní, de orne robe ría snuí,r’e solío, 6 quebrar;to —
cuento de iglesia, cf por palacio quebranucído, cf pise conouncl;o tomado, por quebíatífoní/ento
dc camino, 6 si algurí<¿ villa de realengo demanda algún térnu/no que dicen que es sino. GAR-
CIA-GALLO. ‘Textos de Derecho Territorial castellano”, AHIJE, 13 (1936-1941). Pp. 332-369,
reproduce el Ordenamiento de Nájera, en concreto, en Pp. 333-334 se encuentra esta ley 7, En el
Fuero Real poco se dice sobre cuales sean los casos de privativo conocimiento regio, únicamente en
FR. 4,21,5 se menciona que el riepto por traición o aleve siempre será suslanciado ante el rey y por
Corte; acerca de este supuesto, OTERO VARELA, ‘El Riepto en el Derecho Castellano-leonés”,
Dos Estudios Histórico-Jurídicos, (Roma-Madrid), 195,5, p. 55. En el Ordenamiento dado el 31 de
Agosto de 1258 por Alfonso X a los Alcaldes de Valladolid sise trata dc los casos privativos pero
tampoco aparece mención alguna a un posible privilegio de elección de fiero a favor de las perso-
nas miserables. Este Ordenamiento se recoge en el Memorial Histórico Español, 1(1851), Pp. 139-
144 y, posteriormente, GARCIA-GAILO, “El ‘Libro de las Leyes’ de Alfonsí> el Sabio. Del Espé-
culo a las Partidas”, AHIJE, 21-22 0951-52), Pp. 513-528, especialmente pp. 519-520, donde se
transcribe la ley 4 dcl Ordenamiento: fueras ende pleyuo de tiepto sobre f=sc’hode troiciiin, ó de
aleve, ca esto non lo
1íucde juzgar otro alguno sirio el Rey, 6 los’ adelantados cíavores, deman-
dan clogelo el. Fu ofros4 pleyta de treguas quebrantadas. ó <le tíseguraníza del Rey. ó de orne que
ficiere falscdof de monedo, ti de seello, 6 en corto del Rey. c’<í estas rosas pertenen-en o juicio del
Rey, e por ende ruin las puede otro juzgar si rítín el Rey, 6 lcí.s adí’ltur;tados, 6 los alcaldes de
corte, por su maridado.
P.3,3.5: Contiendas, e plej’tos y ha, sin cuquellos que avenías dicho crí Ití ley tirite tiesto, que
sor; de tal natura, que seguití Fuero cíe España, por rozón tItIlas 5cm ¡críudos los demandados de
responder anuel Rey, maguer non les demtunudasser; pricuerarneture por su fuero. E son estíís:
quebrarufanuieríftí <le comino, ti <le tregua, riepto demuerte segura, nnugerftírzatlo, latí rtín carlos-
cídcu, tu tune dado por enucoru<ídt4 dtílgutí Ctmneejo, o pur mondarnienutí de los ¡14ezeS que on <le
judgar los tierras: o por seello del Rey que alguno oviessc falsado, o su moneda, ó aro, ó plata,
o algun tneual, 6 por razón de otro gran yerro de traición, que quisiessen fazer al Rey o al Re-
yoo; ó por pieyto que denuanda,sse huerfano, ó orne pobre, ó muy cuytado, contra oigan pode-
roso, de que non podiesse tambien alcancar derecho por el fuero de la tierra. Ca sobre quol’
quiera des fas razones reurudo es el Demanudadtu de responder antel Rey doquier que lo emplazas-
sen’ E notí se podria escusar ííor ninguna rozotí, porque estos plcytas fañen al Rey principal-
cuente ptur racor; del señario. Otrosí, prurque cuando toles fechsas non .fuesserí escarr;uenítados,
tornuarse ya cuide en doña del Rey, e comunaIcuente de todo el Pueblo de la tierna. IGLESIA
FERREtROS, A., “Las Cortes de Zamora de 1274 ylos casos de Corte’, AHDE,41 (1971). p. 967,
estima que ha habido un cambio cualitativo en esta ley de Partidas sobre la situación anterior referi-
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Con todo, Espéculo 4,2,11 señala que de lospleitos granados podrán cono-
cer los adelantados mayores si el rey no pudiese o no quisiese librarlos57.
Esta ley coincide, aunque no literalmente, con P. 2,9,19, donde se trata del
supuesto que el rey no pueda oir los pleitos por priessas que ha, e conviene
que ponga otros en su lugar En esta ley, nada se dice de que los adelantados
conozcan “en primera instancia” por mandato del rey de asuntos de privativo
conocimiento de éste, salvo por una expresión perdida al final de la ley, ca
pues que el [el adelantado] ha... de escusar al Rey de enxeco de los grandes
pleitos. Sucede que E. 4,2,11 no fija cuáles son los pleitos granados ni P.
2,9,19 cuáles sean los grandes pleitos58.
Las competencias de los adelantados, actuando como adelantados en
merindades y comarcas, se señalan en E. 4,2,12. Por ella, podrán conocer de
todos los asuntos que se produzcan en su tierra, así civiles como los pleitos
de justicia (criminales), excepto los supuestos que están reservados a cono-
cimiento regio o de aquellos a quien el rey lo mande. La enumeración de los
casos reservados que en esta ley se hace es prácticamente idéntica a la que en
1258 se recoge en las Ordenanzas de los Alcaldes de Valladolid’ . Esta ley
del Espéculo coincide también con P. 2,9,22. Pero se aprecia como en ésta,
Alfonso X se reserva como casos privativos sólo el riepto por traición y
do a los casos de riepto por traición y aleve, que son los que analiza preferenremente, y la considera
un nuevo planteamiento ante los casos de Corte,
E. 4,2,11: Aquellas cosas que deven guardar los que an poder dejudgar aremos mostrado en
estas leves. E agora queremos dezir las que deven fozer E dezimos primieramente, que los
udelantados mayores deben judgar los grandes pleitos en la corte del rey por su mandada los
que el no podiere oyr o non quissiere, osi como pleito de riepta, o de otras demandas que
fuessen entre ames poderosos, asi como dixiemos en lo tercera ley deste titulo, En E. 4,2,3 se
establecen las juras que han de realizar tos adelantados y alcaldes de Corte, con la obligación de
juzgar rectamente a todos aquetlos que a su juicio vinieren,
~ Para la organización de los tribunales reales de este bajomedioevo, PEREZ-PRENDES, J.M.,
“Fazer justicia’. Notas sobre la actuación gubernativa medieval’, Moneda y Crédito, n0 129
(Junio-1974), donde se estudian los dos sentidos dc la expresión “fazer justicia”: “en un sentido
específicamenle judJcial como sinónimo de juzgar’. p 26, (propio de los adeiantados), y canso
justiciar (propio de los merinos), “to que las fuentes medievales designan como facer justicia de
fecha, p. 27, El confusionismo de los textos de las Partidas y de sus glosas ha llevado a considerar
jurisdiccionales las funciones de los merinos, lo que para este autor nunca aconteció; ofrece PE-
REZ-PRENDES una interesante bibliografía sobre organización judicial en pp. 20-22. PEREZ DE
LA CANAL, M.A,, La Justicio de la Corte de Costilla duranfe los siglos XJII al XV, Historia,
Instituciones, Documentos, 2(1975), PP. 348-411. SANCHEZ-ARCILLA BERNAL, J., La admi-
nistración de Justicia real en Castilla y León en la Baja Edad Media (1252-1504>, Tesis docto-
ral, Madrid, 1980, Una visión divergente en cuestiones esenciales, en PEREZ-BTJSTAMANTE, R.,
El gobierna y la administración; territorial de Castillo <4230-1474), Madrid, 1976,
~ Sobre las relaciones y las dificultades para determinar las influencias entre el Espéculo y el Orde-
namiento de 1258, A. GARCIA-GALLO, “El “Libro de las Leyes”, p, 385-386, así como su Cua-
dro apendicular décimo, pp. 5 13-528.
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aleve en razón de la hidalguía60.
Los alcaldes de Corte son citados por el Espéculo pero no por las Par-
tidas6. El Espéculo, sin embargo, no especifica sus competencias aun cuando
se suponen que serían los casos privativos, y al tiempo actuarían como jtíeces
de apelación en los lugares de establecimiento de la Corte en sus desplaza-
mientos por el reino; serían los herederos de los iudices curiae62.
En E. 4,3.4 y 5 se hace una amplia enumeración de las competencias de
los Inerinos mayores63. En P. 2,9,23 la expresión es mucho más vaga y gené-
rica, y se dice que los merinos mayores tienen tanto poder como el Adelan-
tado, por lo que podría eínenderse que sus competencias serian las mísmas
que las de los adelantados con la sola diferencia de la amplitud de demarca-
64
ción. Esta es una ley de oscura redacción y de interpretación diversaLas competencias de los merinos menores en el Espéculo son las mis-
61>
Además de guardar la tierra, informar al monarca del estado nie la tierna, y realizar funciones
jurisdiccionales, dispone P. 2,9,22: Oera,si quauído ac.’caescie,vse que uíguuías sc dentrsrcísscn cinte
el, corno en cucíruero de riepro. nuorí les debe ove, nnuos crí;’ití rítís Inrego al Rey; e esto í>rí r ruzcín de
lo fidalguio de aquellas que It> júzen; e tít rosí, por el nín’níun’sno de Icí trvcianí, e el tilde sobre que
el riepta se deí’e fazer; ca estos das casos non los debe oyr, nir; librar otro, si non, el Rey.
6’ E. 2,13,8, En P 2 9 ~8 nos encontramos con las figuras de los Jueces del Rey, tun’ Ircírí tít’ ¡uzgtir
crí la Corte del Rey’.
62 Desdemediados del s. XIII se designan estos crIcoIdes cíe Coite en razón a su ticira de ou’ígen. La
división en pleitos foreros y pleitos <leí Rey haría necesaria la presencia en la Corte de hombres
conocedores del Derecho de cada uno de los reinos de la Corona. Con la crisis de los Derechos
forales, a partir, sobre todo, del Ordenamiento de Alcalá, empieza a carecer tle sentido tal distinción
por la primacía cada vez mayor del Derecho Real territorial, por la creación de órganos jurisdiccio-
nales con competencia en todo el territorio de la Corona sin distinción ~las Audicncias~, y por uul
mayor intervencionismo regio en la esfera local, Los alcaldes de Corte pasarían a ser llamados
Alcaldes dc Provirucia, y más adelante, Alcaldes de Corte y Cluar;c’iller’ía. Ante la imposibilidad de
seguir al rey en sus desplazamientos, se desgajan de esuos alcaldes, los Alecrídes dc Rastro; SAN-
CHEZ-ARCILLA. La administración, p. 117, y del mismo en Historia del De retiun, pp. 675-676.
Sobre los oficios de justicia en la Corte, PEREZ DE LA CANAL, op. cit., Pp. 414 y ss.
63 En estas dos leyes observamos como los merinos mayores tienen la misión de n’uusíprir tus ju.sti-
c.’ía.s de obra, e las juizios por fecluos. es decir son encargados de guardar y mantener el orden
público, así como de realizar una función ejecutiva de la Justicia, Entre sus competencias se en-
cuentran E c3frosí, debe guardar, que crí todo su poder. nítí netí ciuger forzada. rius c’asadcr, rubí
par <‘osar, nint vibda, nití de orden, níiru de otra maruercí queseo. Se observa aquí ese sentido de
“justiciar” que señalaba PEREZ- PRENDES.
64 A diferencia de lo que acontece en el Espéculo, parece que desde la perspectiva de Partidas, los
merinos mayores si tienen la competencia dc fazer justicia, en el sentido dc ‘juzgar’: (el merina
nnoyor) ha mayaria para fozer justicia sobre un logar señalada, ossi <‘<‘nno Villa, atierra, Y así
lo estima R. PEREZ BUSTAMANTE, El gobierno y la adminírtración rerriltíricíl de Castilla
<4230-1474), Madrid. 1976, 1, en especiat, PP. t~0-ts9, para quien tos merinos tendrían funciones
jurisdiccionales como deduce de su aportación documental. En contra. PEREZ-PRENDES. “Fazer
justicia’, especialmente, Pp. 73-88, En la misma línea, SANCHEZ-ARCILLA. Li Administración,
pp. 707-716 formula las diferencias fundamentales entre la labor jurisdiecional de los adelantados,
y la ejecutiva y de mantenimiento del orden ptiblico de los memos.
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mas que las establecidas para el merino mayor ca pues que ellos juran esa
misma jura que el merino mayor, derecho es que guarden todas las cosas
que él avie a guardar, cada uno segunt su poder65. En el texto de Partidas se
dice que sólo
2ueden thzer justicia en asuntos muy concretos, las llamadas
bozes del Rey que coinciden, en gran medida, con los casos de Corte que
se recogen en P. 3,3,5é2~ No se incluyen entre las bozes del Rey los pleitos de
las miserables personas. Para mantener la teoría de las competencias ejecuti-
vas de los merinos, también de los menores, ha de entenderse el inciso final
de esta ley en el sentido de que el merino menor sólo puede ejecutar determi-
nados asuntos, que son los llamados casos de Corte y cuando no impliquen
penas corporalest ya que los casos que impliquen penas corporales serían
ejecutados por los Justicia!’
9. Es extraño que el legislador de Partidas no
permita al merino menor realizar acciones ejecutivas en e] resto de las causas
que no sean casos de Corte. Es decir, el merino menor es el competente para
ejecutar los iudicia referidos a casos de Corte; decisiones que hubieron de
ser adoptadas por el rey o los jueces o tribunales de la Corte, aunque impli-
quen penalidad no corporal. Con todo, el rey puede disponer que el merino
menor ejecute las penas corporales.
Todo esto supone darle mucho y darle poco al merino menor. Mucho,
porque ejecutaría asuntos de privativo conocimiento regio, aunque de limita-
da penalidad; poco, porque de la ley se deduce que el merino menor única-
mente tiene como función ejecutar decisiones relativas a casos de privativo
conocimiento regio.
De toda la organización judicial establecida por Alfonso X parece des-
prenderse que los pleitos de las viudas, huérfanos y otros desamparados,
siendo casos de privativo conocimiento, podrán, al igual que los restantes
pleitos reservados, ser conocidos y decididos por otros jueces ya sea por
delegación real o por atribución legal; se exceptúa el riepto por traición o
aleve que por razón de hidalguía sólo será substanciado ante el rey70.
65 E. 4,3,7
66 P. 2.9,23, Pero estos orales (tos merinos menores) no pueden facer justicia, si rían sobre casos
señaladas, a que llaman; baz del Rey. Parece que se reducen las competencias de los merinos
menores frente al texto del Espéculo.
P. 2,9,23, assi coma por camino quebranítado, o por Icidrón conoscido; o por mugerfor~ado. o
por muerte de ame seguro, oraba, o fuerza manifiesto: antros cosos oque todo ame puede ir;
ctss’ cocto afabla de er-aicicirt, quefiziessen algunos contra la pen-.s’nsrra del Rey, o contra las cosas
que son mas acercadas a el, assi como de suso es dicha: o sobre levantamiento de tierra,
68 P. 2,9,23 Mas otra caso ninguna non ha de pasar, para fazerjusticia de muerte, o deprisión,
o de perdimiento de miembro, dándole fiador para estora Fuero de la tierra, o para juyeio del
Rey,’ fue rcís ende sise lo mandase fazer señaladamente. Este límite no se encuentra en E. 4,3,7.
69 P. 2,9,20,
Ha de señalarse que la organización de la Justicia introducida por Alfonso X generó oposiciones
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En otro texto jurídico bajomedieval, las Leyes del Estilo (1309) se
recogen dos capítulos que hacen referencia a privilegios de fuero71. La Ley 2
se relaciona con el fuero privilegiado de los huérfanos72, mientras que la Ley
91 establece los supuestos de competencia judicial en los casos de Corte que,
ahora sí, incluyen los pleitos de las viudas, huérfanos y otras personas desva-
‘73
lidas ‘. A efectos de nuestro estudio, esta inclusión es muy sugerente, como
más adelante analizaremos.
El contenido de esta interesante Ley 91 está conformado por un aparta-
do sustantivo como es la enumeración de los casos de Corte; y por los as-
pectos procesales: ¿quién conoce de estos pleitos del rey’? y ¿ cuál es el Dere-
cho aplicable?
a) El redactor de las Leyes del Estilo reproduce la misma enumera-
ción de casos de Corte que la establecida en las Cortes de Zamora (1274)
como, por otro lado, la propia ley manifiesta74. Sin embargo, en el inciso
y disputas, que dieron pie a quejas en las Cortes. cambios en la pirámide judicial, y al final sistemas
distintos según qué reinos de la Corona,
‘ R. CALVO SERER “Libro de los Juysios de la Coite del Rey”. AHíJE, 13 (1936-41), Pp. 284-
287, concretiza la fecha en p. 285. J. LOPEZ ORTIZ, “La colección conocida con el título “Leyes
Nuevas” y atribuida a Alfonso X el Sabio”, AHIJE, 16 (¡945), define las Leyes del Estilo como
una colección de casos ejemplares de a jurisprudencia del tribunal de la Coite’, p. 7.
72 E. 2. Otn’as¿ los Tutores, e las guardadores de los menares cíe etíaní, tarríbiérí en bis pleitos
criminales, como en los ceviles. recibenlos crí <‘aso del Re;’, e ponen las dcínscrndas, d’ la.> ticusa-
ci<,nies (le las cnssdís que atañe ó l<,s liuér,lanos, quier sea n.’r’irnin,cnles, ó cenile.>’.
Oreos¿ en el ordenanrieníto de las cosas que liaba establcc.’itlo el Rey Do,í A/fisriso en Zcínnora,
en cl mes deJulia, en la Ero de mil y trescientos y <lace ciño.>, se ecíní tiene que dice así.’ Estas son
las cosas que fueron siempre usados de librarse por (‘arte dcl Res’. ,uiuerte segura, é nníu¡er
frezada, ¿ tregua quebrcínítada. salvo quebrantado, caso quemada, carnina quebn’anítaclo, trai-
crón - aleve, repto. Pero que en lo (Saete del Rnw asilo usan los sus Alcaldes en nacías cosas,
salvo repto, que es señaladamente para ante la persona del Rey, que si las clerníaníclos los quere-
lIosas a los oc’usocíore.s por’ los Aícalcín~s que snsrí el Icís Villas do cíc’ae.scen tales ji’c.’hcrs, que lt,s
pueden los Alcaldes de estos Vilícís juzgar; é librar, s egurí el fuero de atp¿ellcr Villa do an’tnesció
el fecho; mas si qucníquier dc los Partes, tamísicní el denícínídcído <‘orno el deniít,rít.lcrdor; qualquier
delios trujiere ci qualquier <lesnas Pleynas par querello que cié al Rey cl querelloso, ó el cícuscída,
que diga que quiere ser aida. e lihecído por él; si esto dixere ante que el Plcs’fo fuere conitestnído
ante Icís Alecnldes del Lugar, enínoríce.s suyo es de <nr, é dc libecír estos r:asos sobredic’hcís, o’
puedelos crívicír el Rey,.> i quisiere, estas Ple}’tos a las Alcaldes do jireroní ¡¿chas estnss males,
que lcss libren segniní el fuertí cíe lcss Lí.ngcít’es do an.’aesc’cni toles ¡¿<‘has. Pero si ení estas rostís
sobredichas, segníní las fueros de los Lugcírcs do tales fecha.> occíescicron, río lícíy ¡sería, clt~stos
en algunos destosfechos de muerte. < de tc,lirní.ienítcr cíe rniernbr,-,, ó de en-haníicnítc, de ricírcí, muíos
hay nstro pano de dinero, 6 de al. Entontes toles Plevtas, maguer lengan ¡sor querelící tirite el
Rey, deben ser enviados a que los lilsren los Aleo Píes cíe las Villas do ncíles ¡¿chas cu.’aesc.’iem’otí,
por la querella del camina c¡uebecínítc,tla: niraguer si lcr perra es cíe dinero 9, si querelicrecír crí ¡lev
librese por su <‘oso esta querello. Y eso mismo los Pleytos de viudas, é de huérfanos, é de
cuitadas personas.
Estas son las casnís que fueron siernípee usadtís cíe librar par torne del Rey: rníucrte segura.
cruger forzada, tregua quebrantada, salvo quebronífcido. caso quemado, ccím•irío quebrantado,
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final de esta ley se amplía el listado de 1274 y se introducen los pleitos de
viudas, huérfanos y otras miserables personas. Inciso que pudiera parecer una
interpolación posterior, posibilidad que más adelante será analizada.
b) A la cuestión de quién conoce de estos casos de Corte, se recoge
en la Ley una interesante relación de criterios de competencia. En teoría, por
ser pleitos del rey sería el rey o sus tribunales quienes debieran sustanciar
estas causas. Pero nos encontramos con posibilidades de elección de fuero
por las partes, con atribución del conocimiento a los alcaldes del lugar de
comisión del hecho si en los fueros del lugar no se contemplasen penas de
muerte, mutilación de miembro o destierro; en caso de sobrepasar estos lí-
mites penales, conocerían el rey o sus tribunales. Estas posibilidades de elec-
ción por las partes, tratándose de asuntos privativos, parece ser una concesión
más del monarca en la “transacción” de Zamora.
c) El Derecho aplicable será el fuero del lugar en aquellos supuestos
de los que pueda conocer el alcalde por elección de una o ambas partes con
consentimiento real, o por delegación regia sin necesidad de petición de la
parte. El Derecho real se aplicará cuando conozca el rey’75.
Esta ley 91, destinada a determinar los criterios de competencia de los
pleitos privativos acordados en las Cortes de Zamora, introduce, como ya
hemos señalado, en un inciso final los pleitos de viudas, huérfanos y otras
personas miserables, a los que se les aplica el mismo régimen que el estable-
cido para los demás casos de Corte. Litigios que no fueron considerados
pleitos del Rey en 1274. A partir de este inciso, dedicaremos unas páginas a
intentar explicar las incorporaciones y ausencias de estos pleitos de privilegio
personal en los diferentes textos jurídicos bajomedievales.
e) Los pleitos de las viudas y otros desvalidos en los distintos textos jurídicos
bajomedievales: Ordenamiento de 1258, Partidas, Cortes de Zamora y las
Leyes del Estilo. Relaciones e influencias
Para una mayor claridad en la exposición, mostramos por orden cro-
nológico, con la dificultad que la fecha exacta de Partidas genera, las dispo-
sIciones bajomedievales referidas a nuestra materia76. La enumeración que
trayción, olcs’e, riepra. en Cortes de las antiguos reinos dic León y Castilla, edición RAH., Ma-
drid, 1861,1, p. 94.
‘7~ E. 125, Otrosí, esa saber, quamído el rey o la reino allegan o alguna de sus villas e quieren
por bietí partimiento de los oír y librar los pleitos foreros, mientras que ahí clararen débenlos
oír e librar según los fueros de aquel lugar e que oyeren los pleitasMas quanda lib rarení los
pleitos que sari suyas, deben emplazar e oír según sus leyes y el uso y costumbre de su corre,
La fecha de redacción de las Partidas es muy controvertida. En todo caso, como la promulgación
oficial de la obra no se produjo hasta 1348, la actitud menos comprometida hacia unas opiniones u
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ofrecemos de los casos de Corte mantiene el orden que se encuentra en los
respectivos textos jurídicos.
Valladolid (1258) Partidas 3,3,5
riepto sobre fecho de trayción y aleve quebrantamiento de camino
treguas quebrantadas quebrantamiento de tregua
ase uranza del Re riepto de muerte segura
falsedat de moneda o seello o carta muger forzada
ladrón conoscido
ome encartado por Concelo o Juez
falsedat de seello
falsedat de moneda
otro gran yerro de trayción
pleyto que demandare huérfano, po
bre, cuytado
otras y. sin duda, la menos beligerante nos debiera llevar a ubicar las Partidas detrás de las Leyes
del Estilo, Pero, en este caso concreto, no se trata de la fecha de la totalidad de la obra sino de una
de sus leyes que, en atención al razonamiento mantenido en este trabajo, no puede tener otra dispo-
sición cronológica que la ofrecida, Sobre los aspectos temporales de Las Partidas, CARCIA-
GALLO, “EL Libro”, Pp. 399-416, especialmente; años después considera esl.e autor que la fecha de
la Tercera Partida, objeto de nuestro interés, sería “posterior a 1278”, en “Nuevas observaciones
sobre la obra legislativa de Alfonso X el Sabio’, AHDE. 46 (1976), p. 638. GARCíA-GALLO
mantiene, en 1984, su tesis fundamental de la redacción de las Partidas “como tal hacia 1290 en la
Corte de Sancho IV”, en “La obra legislativa de Alfonso X. Hechos e hipótesis”, ~4HDE,54 (¡984),
Pp. 97-161, ARIAS BONET ofreció un espléndido estudio crítico en Lo Primero Partida y el
problema de sus diferentes versiomíes ci la luz del mríannuscrito del British Mascuin, Valladolid,
1975, Pp. XLVIt-CIII, especialmente ¡a conclusión 1, p. Cl. Pur su parte, A. tGLESIA FERREL-
RROS, “Alfonso X El Sabio y su obra legislativa: algunas reflexiones’. AHIJE, 50(1980), p.560.
defiende la fecha de 1263 como la de conclusión de un texto iniciado como consecuencia de las
pretensiones imperiales del rey castellano que por ello hubo de abandonar La redacción del Espécu-
lo: del mismo autor, “Fuero Real y Espéculo”, AHDE, 52 (1982), p. 179-180, y más recientemente
en Li creación del Der’et’ha, 1996, Pp. 26 y 31. JERRY R. CRAOOOCK, “La cronología de la
obra Legislativa de Alfonso X El Sabio”, ANDE, Sl (1981), Pp. 365-41X, defiende la cronología
que se manifiesta en los prólogos de la obra, esto es 23 de Junio de 1256 como fecha de inicio
—una vez finalizado el Espéculo— y 28 de Agosto de 1265 como día de conclusión. También
ROBERT A. MacDONALD, “Problemas políticos y derecho alfonsino considerado desde tres
puntos de vista”, ANDE, 54(1984>, Pp. 25-55. Por tiltimo, A-OTERO VARELA. “Las Partidas y
el Ordenamiento de Alcalá en el cambio del Ordenamiento jurídico Medieval”, ANDE, 60 (1993-
94), en especial, p. 497: aL ilustre profesor compostelano su explicación de las pretensiones impe-
najes de Alfonso X como causa del abandono del Espéculo e inicio de la redacción de Partidas
parece que no le convence del todo y, como él dice, sigue preguntándose.
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muerte segura muerte segura muerte segura
muger forzada muger forzada muger forzada
tregua quebrantada tregua quebrantada tregua quebrantada
salvo quebrantado salvo quebrantado
casa quemada casa quemada casa quemada




pleyto de viudas y otros
míserables
pleito de viudas y otros
miserables
Al observar estas enumeraciones de los casos privativos he de concluir
que a partir de 1274 se introduce una lista que va a ser acogida, casi, literal-
mente en textos jurídicos posteriores, tanto en Leyes del Estilo (1309) como
en OORR (1484).
El problema viene planteado, entonces, en los siguientes términos: ¿cuál
es el texto jurídico que ha influido en los demás a la hora de redactar la enu-
meración de los casos de Corte’? ¿cómo explicar las inclusiones y omisiones,
con saltos temporales, de los pleitos de los miserables en los distintos textos?
¿dónde encajar aquí el texto de Partidas 3,3,5?
Si acogiésemos para explicar P. 3,3,5 la teoría de García-Gallo de las
sucesivas reelaboraciones sobre un primitivo texto, el que hoy conocemos
como Espéculo, aceptaríamos que la tercera redacción del Libro del Fuero,
aquella que afecta a casi todo la obra y la convierte en un libro doctrinal, se
habría producido durante el reinado de Fernando IV, sobre los años 1295-
1313; después de las Cortes de Zamora77. Pero, si esto es así, enseguida
asalta una duda: ¿seria lógico que los reelaboradores del Libro del Fuero, al
hacer tan importantes modificaciones, cuantitativas y cualitativas sobre el
texto inicial, no acogiesen la redacción de Zamora en un tema tan sumamente
relevante como la fijación concreta de los casos de privativo conocimiento
regio’? ¿es posible que al redactar la nueva P. 3,3,5 (recuérdese que no tiene
precedentes en Espéculo) se despreciase el esquema de Zamora, cuando el
capítulo 46 de su Ordenamiento fue fruto de revueltas populares que duraron
GARCíA-GALLO, “El “Libro de Las Leyes”, p. 411; idem, Moniual de Historia del Derecha,
pp. 397-400; del mismo, “Nuevas observaciones sobre la obra legislativa de Alfonso X” ANDE, 46
(1976), Pp. 509-570; idem, “La obra legislativa de Alfonso X. Hechos e hipótesis” ANDE, 54
(1984), pp. 97-161.
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alrededor de cuatro años? No puede decirse que la enumeración de 1274 no
tuvo importancia cuando los textos jurídicos inmediatamente posteriores,
Estilo y OORR, la siguen casi al pie de la letra: ¿hemos de pensar entonces
que los reelaboradores del Libro del Fuero, al introducir esta nueva ley, si-
guieron un criterio distinto al de Zamora? Sin duda, no parece razonable. Por
esto, tal vez deba considerarse que, al menos esta ley en concreto de Partidas,
ha de ser necesariamente anterior a 1274, y por ello, y siguiendo la teoría del
García-Gallo, anterior también a la tercera redacción del Libro del Fuero.
Ahora bien, supuesto que P.3,3,5 debe preceder a las Cortes de Zamora,
¿cómo se explica que al reelaborar el texto del Libro del Fuero durante el
reinado de Fernando IV, siguiendo con la tesis de García Gallo, se hubiesen
olvidado los reelaboradores de reformar ley de tal importancia, y en una obra
de la calidad y altura jurídicas de las Partidas? ¿quizás acogieron los redacto-
res el aforismo lex posterior derogat anterior y no se molestaron en modifi-
carla? Sólo que las Partidas no eran lex, pues no habían sido aún promulga-
das.
Incluso si alguien pudiese considerar que fue una interpolación de un
redactor muy posterior es impensable que no mantuviese el importante lista-
do zamorano, excepto por alguna oscura motivación que se nos escapa ya
que salvo los pleitos de los desamparados, al monarca no se le da más en P.
3,3,5 que en el Ordenamiento de Zamora.
Partiendo de que, al menos, P.3,3,5 es anterior a 1274 y está, como
afirma Iglesia Ferreirós, más próxima al Ordenamiento de Alcaldes de Valía-
‘75dolid de 1258 que a las Cortes de Zamora , también ha de explicarse la apa-
rición en Partidas de los pleitos de los miserables y su desaparición en 1274
para reaparecer de nuevo en las Leyes de Estilo.
A lo largo de las Partidas aparecen varias leyes que nos ofrecen una
trato procesal deferente hacia las viudas, huérfanos y otros miserables’79. Y,
sin duda-alguna, al elaborar P.- 3,3~5, -los redactores tuvIeron- a la--vIsta --la
constitución imperial Quando Imperator de Constantino, la cual fue introdu-
cida en P. 3,18,41, con un contenido casi exacto, y de la que se deduce que el
monarca deberá conocer de los pleitos de viudas, huérfanos y otras personas
cuytadas. Es verdad que en P. 3,3,5 no se acogen expresamente los pleitos de
viudas, pero han de entenderse incluidos en ellos, no sólo porque lo estarían
muchas de ellas dentro del grupo de los pobres, sino porque así es contem-
~ IGLESIA FERRElROS,’Las Cones de Zamora”, p. 966.
~ P, 3,18.41, ya estudiada, en la que se recoge fielmente el privilegio de Constantino: 1’, 3,3,34 y
ss, en las que se admite la actividad procesal de viudas y huérfanos en días feriados, Y estas leyes sí
tienen su antecedente en E. 5,6,7. en especial; P, 3,6,6 sobre el nombramiento de bnszeras para
viudas y huért’anos, entre otras,
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plado por P. 3,18,41, ley ésta que debe ser interpretada a la luz de P.
Alfonso X, en la línea de los emperadores cristianos, quiere asumir la protec-
ción de los débiles y desvalidos de sus reinos a fin de realizar los fines de
justicia cristiana. Pero no se conforma con la afirmación de su protección
sobre estas personas miserables, ya que el rey castellano se encuentra con un
problema que Constantino no tuvo: la diversidad jurídica. El monarca caste-
llano para proteger a estos desvalidos debía de juzgar sus controversias en
sus tribunales y con arreglo a su Derecho. Introduce entre los casos de Corte
los litigios de huérfanos y pobres, que de este modo, además, ayudan a la
penetración del lus Commune en los reinos castellanos por la vía de aplica-
ción del Derecho por parte de sus tribunales.
La causa de la desaparición en la enumeración de Zamora de los pleitos
de las viudas, huérfanos y otros miserables, entiendo que nace de la propia
naturaleza de estos pleitos y del riesgo que podía suponer para los intereses
que los municipios y nobles defendían en Zamora51. A diferencia de los otros
casos, éstos de los desvalidos son privilegios personales que no aparecen
limitados a asuntos de índole criminal, sino, al contrario, se extenderían a
cuestiones civiles82. Si, siguiendo la regulación de P.3,3,5, estos pleitos po-
dían ser de conocimiento real o de jueces de su Corte, el Derecho aplicable
sería el Derecho del Rey, esto es, el de Partidas, precisamente un Derecho
nuevo contra cuyos principios se habían alzado municipios y nobleza. No es
extraño que en 1274, al fijarse taxativamente los casos de privativo conocí-
miento regio, se excluyesen ventajas procesales de naturaleza personal que
abarcaban materias civiles y criminales. En una época en la que, por las con-
diciones de vida, pobres, viudas y huérfanos debían de serlo muchos, y te-
niendo en cuenta además que éstos no litigaban solamente entre sí sino con
otras personas que no gozaban del privilegio de elección de fuero, la pobla-
Entiendo que si P. 3,3,5 es anterior a la enumeración dc Zamora, igualmente lo es P. 3,18,41
(también sin antecedentes en Espéculo). Las otras leyes que afectan a las viudas y huérfanos si
tienen antecedentes en el Libro del Fuero.
>‘ Es sabido que la política legislativa llevada a cabo por Alfonso X no gustó a la nobleza ni a los
municipios. Se llegó a La “transacción” de Zamora, y se fija la distinción entre pleitos jóreras y
pleitos del Rey, produciéndose un aparente fracaso de la política real. Para una clara exposición de
La situación jurídica planteada, GARCIA-GALLO. “La obra legislativa”, PP. 149-151; también,
tOLESIA FERREIROS, Lo creación del derecho, 1996, II PP. 45-52.
Lo cierto es que siendo los genuinos casos de Corte asuntos de naturaleza criminal, los pleitos de
viudas y otras personas cuvtadas fueron unánimemente entendidos en el sentido de abarcar los
Litigios civiles, siendo precisamente en el campo criminal donde se suscitó el debate doctrinal mo-
derno, como más adelante seflalarenios. Estos litigios son trasladados al ámbito regio. De ahí que
no podamos dejar de sospechar que la conversión por Alfonso X de estas causas en pleitos privile-
giados esté relacionado con los fines de su política legislativa y con los modos de introducir el lus
Comnsíanie.
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ción que en asuntos concretos debía de someterse al Derecho real se amplia-
ba. No debe sorprender, pues, que en Zamora no se incluyese estos privile-
gios personales.
Sin embargo, el redactor de las Leyes del Estilo lo reintroduce. No con-
sidero que este inciso t’inal sea una interpolación posterior ya que su presen-
cia puede ser explicada de otro modo: una vez establecidos los criterios de
competencia para los casos de Corte taxativamente fijados en Zamora, tal y
como venían siendo aplicados por los tribunales y jueces del rey, y que por
su importancia sustituyen a los establecidos en P.3,.3,5, el redactor extiende
estos criterios a las viudas —ahora sí expresamente mencionadas-— huérfanos
y otras míserables personas porque quizás hubo un aplicación en los tribuna-
les regios de P. 3,3,5, también en lo que se refiere a estos los pleitos antes de
la promulgación oficial de toda la obra en Alcalá. A pesar de no haber sido
promulgadas, el prestigio de las Partidas hizo que ya durante el reinado de
Alfonso X algunas de sus leyes fuesen aplicadas, introduciéndose de este
modo en la práctica de los tribunales reales.
Se ha dicho que las Leyes del Estilo son la práctica procesal del tribunal
real en la interpretación del Fuero Real53. Lo cierto es que esta ley 91 de Es-
tilo no tiene precedente alguno en dicho Fuero. Entiendo que los tribunales y
jueces regios no siguieron la enumeración zamorana de forma estricta, ya que
en los tribunales reales se aplicaba el Derecho regio a los pleitos de viudas y
miserables; y no sólo a éstos, pues aparecen otras Leyes del Estilo que se
refieren a casos de conocimiento privativo del rey y de sus tribunales que
nada tienen que ver con los casos de l274~~. Así pues, la taxativa enumera-
ción legal de Zamora no fue obedecida por la práctica judicial de los reales
tribunales que aprovechaban cualquier ocasión para aplicar el Derecho de
aquel que los nombra y destituye, del mismo modo que, en el ámbito muni-
cipal, debió suceder con los jueces de salario, cuya actuación en favor de la
~‘ 6. SANCI-IEZ, Curso de Historio del Derecho. Madrid, [949, p. 86: este autor hace la salvedad
de que las Leyes del Estilo “son advertencias y aclaraciones al Fuero Real y a otros textos legales y
reglas para la administración de justicia”. R. GIBERT, ‘El Derecho municipal de León y Castilla”,
ARDE, XXXt (1961), p. 747, señala que las Leyes del Estilo “muestran su del tribunal regiol
intensa actividad para imponer los criterios del Fuero Real, en lucha dialéctica con los fueros loca-
les”, GARCtA-GALLO. Manual, p. 404. F, TOMAS Y VALIENTE, Manual de Historia del
derecha español, Madrid, 1992, p. 236 alude a la pluralidad de textos jurídicos intei~retados. j,
SANCl-IEZ-ARCtLLA, Historia del Derecho, p. 384. nota 7, considera que muchos de los capítu-
los del Estilo son interpretaciones del Fuero Real. lo que ratificaría su utilización como lucro dc la
corte del rey.
En las Leyes det Estilo se recogen otros supuestos de privativo conocimiento regio fuera de esta
importante ley 91; la ley 37 sobre querellas contra concejos de algunas villas que deban ser empla-
zados ante el rey; la ley 119 en materia de muerte de hombre que está ‘al servicio del rey.
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aplicación del Derecho del rey motivo quejas en las Cortes85 -Paulatinamente el poder del Rey se fortalece, y el monopolio legislativo
que desde Alfonso X fue duramente trabajado, se obtiene. Los reyes ya no
tienen que llegar a transacciones con ningún estamento, ahora el rey es el
pleno titular del poder y detenta la mayoría de la jurisdicción, de tal manera
que su preocupación está en recordarle a estos grupos que no deben pertur-
baría. Es señal indicativa de este modo de ver las cosas, lo establecido por
Enrique II en Toro en 1409, reafirmado posteriormente por Juan II en 1442,
56y recogido en la Nueva Recopilación . En esta ley recopilada lo que preocu-
pa al monarca es fijar claramente la titularidad de la jurisdicción.
Los problemas de jurisdicción van a surgir entonces por la lucha que
con el poder civil tendrá otro poder que comparte con aquel campo personal
y territorial sobre el que recaer: la Iglesia. Por ello, en una pragmática de
Juan II de 1419, el legislador diferencia ambasjurisdicciones8’7. La tendencia
es el mantenimiento de los supuestos más tradicionales de casos de Corte
como manifestación de la suprema jurisdicción real88, a los que se añaden
~ Cortes de Palencia de 1286, pet. 4 en Los Ccirres de los auitiguas reinías de Castillo y León, p,
93; Cortes de Valladolid de 1293, pet. 4, idem, p. 120. Posteriormente, en Cortes de Palencia de
1313, pets. 19 ,22,23, idem, p. 2=1.
NR. 4,1,1, lurisdicción suprema, c’i vil, e criminal. pertenece ci nos, fuiidada par derecha
comnun en radas ícís ciudades, y villas, y lugares de nuestros reinos, señorías; y por esta man-
damos que írñrguoa sea así-ada de eseorvar-, nr! de impedir. las pleytos de las riadas, y de los
haerfanos, de los pobres, y personas miserables de tales lugares, yen los otros casos de níuestro
Cc,rte, que par las leves de niues tras reinas se puedcrn traa.er omite uros, iii a los agro ijadas que.se
vinieren a quexar ante nos. Obsérvese como en NR. 4,1,1 tras las viudas, y huérfanos, se incluye
la mención a los pobres, para finalizar con la referencia a las “personas miserables, y los otros casos
de nuestra Corte”, A los pobres se alude ya en P, 3,3,5 pero en Estilo 91 fueron olvidados tal vez
porque se siguió tina enumeración mas en consonancia con P. 3,23,20, En tiempos de Alfonso XI
de nuevo se les cita en esta disposición que ratificada por Enrique II y Juan II pasa a las OORR
3,1,1. A estos electos, DIEGO PEREZ DE SALAMANCA, Ordenanízas Recíles de Castilla, Ma-
drid, 1779, t. 1, pp. 443-448; también, ALFONSO ¡JIS ACEVEDO, Comnnetua,’ii luris Cir’iíis ir,
Hispaníiae regias c.’onrstitutionis, Lugduni, 1737, t. 1, pp. 8-9. DIEGO PEREZ en la glosa Pobres a
OORR 3,1.1 considera pobre al noble venido a menos que no tiene dinero suficiente para mantener
honrosamente la cualidad nobiliaria en op. cit., p. 444. Las niñas nobles que no poeden casarse
según su condición son pobres, en Ordenanzas, p. 447. Quizás lo relevante sea que se deja la
determinación de la pobreza al arbritrio del juez Iras inspección de las cualidades de las personas en
op. cit,, p. 443. ACEVEDO comenta igualmente que la pobreza fraudulenta en nada aprovecha, en
Comentorii, p. 8.
OORR. 3,1,12, la nuestra jurisdicción Real ca sea perturbada por la Eclesidsrí’co: ni la Se-
glar perturbe ala Eclesiástico, según se contiene en este Libro.
OORR, 3,2,14. Defendemos que ninguna de los vecinos de nuestras Ciudades, Villas, y Luga-
res pueda ser emplazado para ante nuestros Alcaldes de lo níuestra Corte.’ o la menos que prime-
ramente sean demandados ante los Alcaldes de su fuero, y oídos, y vencidos por derecha, y que
no íalon lcr.’- nuestras cortas que en contrario desio sean dados: salvo en aquellas cosos que se
deven librar en la nuestra Corte, que son estos según estilo antiguo, muerte segura, mujer forza-
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otros nuevos, importantes para reafirmar la potestad del ~, o de
destacada cuantía9o
De esta forma se incluyen entre los privilegiados personajes nuevos,
muy ajenos al espíritu de misericordia cristiana que había determinado el
nacimiento de los privilegios de las viudas, huérfanos y otras personas de-
samparadas9t.
A finales del siglo XV, el mantenimiento en los textos jurídicos de los
pleitos del Rey parece obedecer a una tradición legislativa92~ La enumeración
de los casos que recoge NR. 4,3,8 nace de la que se establece en las Cortes
de Zamora, y como en aquella no se recoge el ladrón conoscido. Se incluyen,
sin embargo, supuestos que nada tienen que ver con lo que la propia pragmá-
tica denomina estilo antiguo: los casos referentes al los Corregidores y Al-
caldes ordinarios en el ejercicio de sus cargos, introducidos en la legislación
en la Edad Moderna.
da, lee gua quebroíi toda, e-oso c¡uenxctda., cammíio c¡ueh contada, sraíc-iórí, aleve. ríepra, pleUn de
biudas, y huérfanos, y personas miserables. En cl mismo sentido, NR. 4.3,8 y Nov.R 11,4,9 y
lO. Los cascís cíe Corte se han ampliado coosiderablemente. DIEGO PEREZ DE SALAMANCA.
op. cit,, pp. 447-448, en la glosa Pobres’ a OORR 3,1,1 al referirse a las personas miserables inclu-
ye en ellas a peregrinos, los niños abandonados, a qutenes se les equiparan los ‘ecién nacidos; los
viejos y decrépitos aunque sean ricos, los libertos de la Iglesia, los que a ella son confiados y los
que en ella se refugian; los conversos a la Fe de Cristo, enfermos, los que vienen a nenor ‘ortuna
—omnies, c¡ucrrunn niatura mayen nos od ,niserondumn propter jbrtum;ae injuricimn—’—.’ también los
sacerdotes que cometen el pecado del concubinato y por último, los inercadere.- sunt ruiserabiles,
quanido gro varenitur ir’ vectigalibus, el pedo giis et si dc líoc graí’círriine cogniasceretur. ns
sumnmarie sucurri debet,
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• OORR. 3,14.5 sobre los acreedores que se toman la justicia por su mano: OORR. 6,2.7, cn sede
de contadores mayores sobre el pago de rentas, o también. OORR. 8,17.4 en materia dc receptación
de malhechores en fortalezas y casas fuertes.
~> En OORR, 2,4,23, se fija la cuantía mínima para el real conocimieato en qucítro muí maravedís,
o deníde arriba. Cantidad aumentada a seis mil maravedís que finalmente quedaron establecidos en
diez mil: N.R. 4,3,11 y Nov.R. 11,3.5. ACEVEDO alude a las limitaciones por razón de la cuantía
que fija en diez mil maravedís o menos en op. cd., p. 8.
OORR. 3,2,25 acerca de los oficiales del rey.
92 NR. 4.3.8, Defemidernas, que ninguna de las vecinos de nuestras ciudades, vilícís, e lugcín’es,
puedcín ser emplc«adas pan-a atine mínesíras Alcaldes cíe Carie y Clicímrc-illería fliercí cíe las cinca
leguas crí las causas civiles. siní que prinneronneiíre sean cíemcímtdados antes los Alccíldes de su
ii ero, y aídt>s, y vencidos par demedio, y c~u e mío raían n uestrcís ccirnas que en contrarit fueren
dudas, salvo en aquellos cosos que se deten, librar crí lo nuestro Corte, e Clíamícillerío, que sari
estts,s egúmí estilo antiguo: muerte segura. tu ujer forcc¡dcí. treg ‘a q ¿ebrontc,dcí, cosa quemnícída,
camino quebrantada, traición, aleve, riepto. pleito de viudas y huérfanos, y personas misera-
bies, a contra Corregidor, a Alcalde ardimiario, o otro oficial de tal lugar, y sobre coso en que
pueda ser convenida. duratíu- el tiempo de su oficio. Vid. Nov.R. 11.4,9 y LO. No es el aumcnlo
de personajes privilegiados lo inico que diferencia esta disposición de la NR. de stí precedentc
inmediato en OORR 3,2,14, En el texto de 567 ya se encuentra recogida la competencia de las
Chancillerías para conocer en primera ínstancta de asuntos de naturaleza civil que acontezcan en un
radio de cinco leguas ala ciudad de su ubicación.
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3. Aspectos del debate doctrinal en torno al privilegio de las viudas
A lo largo de los siglos XVI a XVIII, una serie de autores castellanos
debatieron en sus escritos sobre estos privilegios de fuero, incluido el de las
viudas. Dieron una configuración doctrinal a la práctica de los tribunales
regios.
Centrándonos en el privilegio de las viudas, comencemos por desglosar
el debate con la determinación del concepto de viuda, que, a pesar de lo que
pudiera parecer, no resultó tan pacífico. Gregorio López, en la glosa E son
estos de P. 3,3,5, plantea esta cuestión: ¿es viuda quien ya no tiene marido o
tambien se incluye quien nunca tuvo hombre? mostrando opiniones encon-
tradas si bien reconoce C.¿ue in materia stricta tantum comprehenderetur illa
culus maritus mortus est
Covarrubias, en consonancia con la opinión que habían mantenido
destacados juristas bajomedievales al comentar la Lex ¿utica C. Quando im-
perator, alude a la existencia de un concepto lato de viuda que incluiría a la
mujer que, siendo mayor de cincuenta años, no ha tenido marido y ha mante-
nido una vida célibe’>4. Covarrubias no se muestra partidario de esta solución,pues entiende que el privilegio está pensado para mujeres que habiendo teni-
95do marido lo han perdido o éste deviene en inútil
Los autores tienen una amplia comprensión de la idea de perder el ma-
rido, ya que consideraron que gozarían del privilegio, como si fuesen viudas,
aquellas mujeres cuyos maridos son capturados por los enemigos, desterra-
dos o encarcelados, los heridos en las naves regias, los ciegos, y otros.
“> GREGORIO LOPEZ también trata de los conceptos de huérfano y pobre. En la glosa Huárjúnos
a P. 3,3,5 manifiesta que en la interpretación que Los Docwres hacen de la Les Quando Imperator
huérfano seí’á áquel que, carente dc padre, sea menor de 14 anos; sin embargo, la práctica en el
Reino de Castilla se entiende en el sentido de considerar huérfano también al mayor de 14 y menor
de 25. Si concurren en una causa ambos huérfanos, el huérfano menor goza de un privilegio prefe-
rente y será quien traiga a la Curia al adversario, En la glosa o muy cuynodo a P, 3,3,5 se remite a
P. 3.20,23, de donde pobres serán quienes no lían valía de veynte maravedis. La cualidad de pobre
generó un problenía de prueba, subsanada por ALBERICO quod mole vesninus prabotur pauper
como nos dice GREGORIO LOPEZ en la glosa Veynte mnaravedis de P. 3,23,20. ALBERICO
expone otros medios de prueba de la pobreza en su glosa de un texto de Gayo recogido en Digesto
2,8,5.
Saepe tornen conítiuígit dubiu illud qutr qucreritur in ea Jtmina, qucre celibuin vitam cígit, nec
usqucínn virum habuin, ncc de nuptiis trac’tat, esti rnaior (quinquogenoria). habeal líoc upsum
privilegiurn, DIEGO DE COVARRUBIAS, Practican’um Quoesrucí Sutnnna, caput septímurn, en
Opera Om,íia, Caesaraugustae, 1583, t. 1, Pp. 45-46.
~‘ Manteniendo la opinión de CASStUS a quien cita, afirma COVARRUBIAS viduam illamn
oppellal, quca nnaritum habuit et amisin, naní crutern cocí, quae celibun, vitam agit, en op. cit,, p.
46,
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Igualmente hay unanimidad al entender que al privilegio podría acogerse la
96
mujer separada del marido a petición de éste
Castillo Sotomayor no se muestra partidario del concepto lato de viuda.
Para este autor el privilegio es una regla especial, contraria al Derecho Co-
mún, y por ello no se debe extender a casos ni a personas no contemplados
9-7expresamente en la propia norma -
La polémica doctrinal también se produjo en torno a la cuestión de si se
vería amparada por el privilegio procesal la viuda rica. Parece que hubo una
opinión favorable a incluir en el privilegio a las viudas, huérfanos y misera-
bles personas ricas, ya que en interpretación literal de la Ley de Constantino
no se especifica la cualidad95. Sin embargo, sobre la viuda rica se matiza que
9<>
no disfruta del privilegio si su oponente es una persona igualmente rica
Fue debatida la posibilidad de extender el privilegio de elección de
fuero a la Iglesia cuando ésta demandase a un reo laico. Covarrubias la re-
chaza en atención a que en la Lx unica C. Quando Imperator no se hace
Ilusión alguna a la Iglesia, y resulta del propio texto de la ley que se está
lOOconcediendo este privilegio a personas físicas -
En la línea de esa actividad fiscalizadora de la Iglesia sobre los jueces
laicos que se recogía ya en el Liber, Pérez de Salamanca comenta que la viu-
da que sea “molestada” por la negligencia a la hora de administrar la justicia
por parte del juez secular podrá acudir al juez eclesiástico. Pero la negligen-
cia del secular deberá serprobada. Ante el juez eclesiástico la viuda podrá ser
defendida por un abogado o un sacerdote, aunque en este último caso, siem-
01pre que el litigio no sea criminal - Estamos en la línea de la disposición ya
‘¿¿dita igitur dk.’itur cguasí viro sepcírata. ea privala, sea orbata morito, COVARRUBIAS.
idem, p. 46.
J. CASTILLO SOTOMAYOR, Quatidianarum Canítroversiarum luris, Lugduni, 1658, libro
tercero, cap. XXV, p. 413,
Si ergo non fuil esclusa, ccl appcrsita qualitas divitiorutn a lege. debuit intellige de viduo etiamn
divite, DtECO FEREZ DE SALAMANCA, Ordenanzas, en la glosa Pobres a OORR 3.1,1, p.
446,
Ima quod eiduo si sit dives, non gauclecít privilegio statuti, et sic istius legis cunmí simile .‘onís-
tot, quia non patesn dici quad coreal drjhísianíe. quicí omnia abecliunt pec’utiiae, PEREZ DE
SALAMANCA, Ordetíanazas, en la glosa Pobres a OORR 3,1,1. p. 446.
00 COVARRUBIAS, op. cit., p. 47. Por otro lado, como dice este autor, la Iglesia, en caso de verse
amenazada, tenía su propia jurisdicción a la que poder dirigirse. Con todo, se concedió el privilegio
a las órdenes mendicantes castellanas: franciscanos, agustinos, dominicos y carmelitas. De esta
forma, un reo laico podía ser llamado ante el rey castellano por una dc estas órdenes que se quere-
lIaba contraél.
tU PEREZ DE SALAMANCA, op. cil,, p. 445. J. CASTILLO DE BOBADILLA alude también a
la posibilidad que tienen las viudas y otras personas miserables, si el juez secular los “opí’ime” y “es
remsso a administrar justicia”, a buscar et amparo det juez ectesiástico. Ahora bien, la necesaria
prueba de esta negligencia judicial se convirtió en una probatia diabalica, hasta el punto que este
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mencionada E. J 2,1.28.
Mayor discusión despertó la cuestión de la extensión material del privi-
legio. Para un grupo de autores, que se amparan en la tantas veces aludida
Lex unica C. Quando Imperator, no hay limitación alguna, salvo los muy
concretos casos que inmediatamente señalaremos, para la aplicación de este
benet’icio procesal en cualquier tipo de procedimiento. De esta forma, las
viudas en casos civiles y criminales, y respecto a éstos, tanto en el supuesto
de ser acusadoras como reas, podrán acogerse al privilegio ~ El debate se
suscitó con relación a los asuntos criminales. Covarrubias en la obra citada,
limita el privilegio de las viudas en cinco supuestos, siendo el cuarto si causa
criminalis ¡‘uit. Esta opinión se apoya en los comentarios realizados a la An-
thiqua Qua in Provincia C. ubi de crimine agií0”, de los cuales concluye
que, siendo la viuda delincuente o rea en causa criminal, se verá despojada
del privilegioiÓ~.
Si en la causa criminal hubiese co-reos con la viuda, o co-querellantes
con ella, el privilegio tan sólo alcanzada a ésta, si la causa es divisible, aun-
que alcanzaría a todos si fuese indivisible. Esta postura supone, para las cau-
sas divisibles, lo que hoy denominaríamos la ruptura del título de imputa-
ción del delito con las consiguientes dificultades procesales, agravadas en
este caso porque la viuda sería juzgada en un tribunal real, mientras que sus
co-reos lo serían ante las .Iusticias ordinarias, concurriendo posibles fueros
diferentes’05
Hay, no obstante, una opinión general a favor de la limitación del pri-
vilegio de las viudas en ciertos supuestos. La diferencia entre los autores se
rectirso al eclesiástico “en España nunca se practica” pues se considera tina usurpación de la juris-
dicción secular, en J. CASTILLO DE BOBADILLA, Política Icíncí corregidores, y señores dc
c’c,scíllos, <‘mí tiemnipa cíe paz, y de guer’rcr. Madrid, 1775. 1, ns. 108—1 LO. pp. 624—625. Con todo,
este amparo del juez eclesiástico ftíe tina posibilidad que sc veía tactible en las Indias: vid, glosa de
GREGORIO LOPLíZ A dezir al Res’ a P. 1,6,48; de igual modo, CASTILLO DE BOBADILLA
en Política, p. 625,
En este sentido, F. SALGADO 1)11 SOMOZA, Labyn’itítlíucirn Credinarunrí, Lugduni, 1651,
parte 1, cap. 2, no. 44-46. J. CASTILLO SOTOMAYOR entiende que si las viudas y otros privile-
giados son reos en causa criminal deberán comparecer personalmente y no por medio dc procurado-
res en op. c’it.. p. 414. D. IBAÑEZ DA FARíA quien en stís Acíditioties enucleotiones en nionae oc]
lii, ruIn pnInmiuní ‘‘amia ruin resolutiamí uní illu.stn’issicii D. Didacus Co varí’u icís ci Leiva, Madrid,
1659, confiesa que las viudas gozan del privilegio indistintamente por Dei-echo Común en las
catisas ci’iminales, según cita de 1-LERBELLA DE PUGA, B., Demeclio Práctico i Es-tilos ch’ la
RecílAuclienícicí deGalicia, Santiago, 1768, p. 224. HERBELLA DE FUGA. Derecho Práctico. p.
225. es partidario de esta opinión mayoritaria.
00 C.J 3,15,
<‘> COVARRtJBIAS, Prac’ticarnní. p. 49.
‘<~ HERBELLA. op. cd., p. 228. Allí sc cita la opinión concordantc dc COVARRUBIAS y DEL
CASTIIt .0.
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genera, en este tema, sobre la extensión y contenido de tales limitaciones.
Analicemos estos casos partiendo de los cinco que recoge Covarrubias.
El primero se refiere a la concurrencia de una viuda privilegiada con
otras personas también privilegiadas que son: otra viuda, menor o huérfano.
En este caso decae el privilegio de la viuda, y será la otra parte quien pueda
06
hacer uso de él . Ha de entenderse que esta limitación incluye la concurren-
cia con mujeres equiparadas a las viudas, esto es, las de los maridos perdidos
o inótiles ya mencionados. El segundo se refiere a que la estimación de la
107
cuantía del pleito sea inferior a seis mil maravedíes . Esta limitación apare-
ce recogida en las Ordenanzas Reales, como ya he señalado, aunque en ellas
se establecía una cuantía mínima inferior: de cuatro mil maravadístOS. Se
pretende que el monarca conozca de los asuntos económicamente más rele-
vantes.
El tercer limite aparece en el caso de que la viuda conteste a la litis sin
haber invocado el privilegio, por prescripción de fuero, o por prescripción de
la excepción de declinatoria de jurisdicción, lo que determinaría que los jue-
ces inferiores fuesen los conocedores del pleito100. Con este supuesto entra-
mos en la valoración del espinoso tema del momento procesal oportuno para
alegar el privilegio. Covarrubias se muestra partidario de la contestación a la
demanda o querella como el momento procedimental adecuado para alegar el
beneficio procesal. Entiende que si se ha contestado a la demanda sin hacer
uso del privilegio o de la posibilidad de reservación habría un supuesto de
sumisión tácita, en nuestro vocabulario actual. Castillo Sotomayor parece
mantener que iniciada la causa ante el juez ordinario no puede llevarse su
conocimiento ante el Príncipe salvo en la apelación posterior1 Herbella no
lo ve así, y considera que siempre que se pida la restitución contra lo con-
WC Pritnu.s es!, ubi vidva í’elit Ii oc’ privilegio, cii, t hisce literis uti caritro t’iduaní alicírn, ni inane, en
orphonumn. Idem ipse censen’ern, quonies vellen his literis <ti contra paupercrrn. crliannve nnisercrbi-
1cm per’soníarn, en COVARRUBIAS. op. cit., p. 49. GREGORIO LOPEZ. en la glosa E son estas a
P. 3,3.5, ante la concurrencia de dos privilegiados del mismo tipo, mantiene el principio genérico
por el que “vence el reo”, de tal modo que será el acusante quien pierda stí loro, Pero también alude
este autor a casos de privilegiados que sean de distinto tipo: entre viuda y escolar, prevalece en
opinión de BALDO, la viuda ista c.asu mc,¡cre nonio est ex pc¿r’te vichrae, qui debilitares sunít, et
arnnem parvam patemítiarn prehan’resc.’unit.
107 Secundus, in cciusis qucie ni uncluní hc¿ben t cíestimnationicci seN mille nmncíroveclir itrr’í,cr, COyA—
REUBIAS, op. nt., p 40.
“<‘ OORR, 2,4 ,23,supra nota 90.
‘>~ Tertius, ubi causa /úerit coeptcz ct,rcmmn iudice inJeriori per litis c’onítestcítioníemn c¿bsque ¡hri
praesc.’n’iptione, et exceptionie declinatoria tribumíalis imíferioris, COVARRUBIAS, op. cir,, p. 49.
Pr-o lite exaniinanda in prima inístantia tierno potest etiací tic] curiam Prinícipis voc-ari, taníetsi
possit invitas ad cocí tn’ahi per appellatianeci, Covanobias. op. cir,, p. 410.
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testación puede alegarse el privilegiottt.El cuarto supuesto limitativo, del que ya hemos hablado, es si la causa
fuese criminal. Me remito a lo expuesto. El quinto caso sería si se tratase de
deudas regias exigidas a la viudatt2.
Otros autores, citados por ¡-lerbella, añaden como un supuesto más de
pérdida del privilegio si el pleito fue contestado por el padre o por persona
de quien la viuda fuese herederatt>
En todo caso, para que a la viuda se le otorgue el privilegio de elección
de fuero se le exige un requisito de conducta moral intachable. La honestidad
de la viuda se convierte en un requisito de procedibilidad. Sin embargo, no
todos los autores exigen el mismo grado de honestidad. Para unos su com-
114portamiento ha de ser absolutamente irreprochable - Para otros la viuda ha
de ser honesta, pero en caso de desliz o fragilidad, aunque hubiesse parido,
si después vive con recato, podrá disfrutar del beneficio que las leyes le con-
ceden. Ahora bien, para perder el privilegio de elección de fuero, la desho-
nestidad ha de ser con ptiblica notoriedad, evidente y manifiesta, y a lo que
parece no bastan rumores o indiciostt5. De cualquier modo un correcto com-
portamiento posterior exime a una mujer débil de la pérdida del beneficio
procesal. El fundamento de la exigencia de esta conducta intachable en las
viudas está en la moral predominante en la época y, fruto de lo anterior, el
Derecho positivo recoge supuestos donde el comportamiento social de la
mujer determina una u otra solución del legisladort ~
Pero también nos encontramos con autores que manifiestan una actitud
realmente misericorde y protectora con todas las viudas, haciendo hincapié
en la innecesariedad de la exigencia de vida honesta. Parte de la idea de que
el privilegio de elección de fuero fue otorgado a las viudas con ánimo de
I-IERBELLA, op. ci’!., p. 228. En Galicia, en el libelo que solicita la Provisión Ordinaria de
Viudas se inserta la expresión siguiente: Otrosí digo, de error, i nulidad contra qualquiera Auto
perjudicial. i pido restitución contra qualquier contestación, que mi Parte líubiesse hecha ante
dicha Juez Ordinaria.
Quiní tus, ubi actumfuerit de redditibus Regiis a viuda exigenídis. Nací ¿ti hisce casibus non
licet ci viuda, quae vot-ato fuerit ad iudicem intítriorem, chis tribumíal cleclimíare, en Covarrubias,
Op. ci!.. p. 410.
1~• HERBELLA cita a JUAN IJEL CASTILLO y at CARDENAL DE LUCA, como detensores de
este límite, en Derecho Práctica i Estilos, p. 229.
114 Ez te-re 1mw abÑnet ¿-orn t’idua hone;’tanr agit ciscar, Semper etenún dom res ista disc’íelitur
stcítím troctcrtur, ant vidua honesta sin. honestamque virom agar, s iquidecí vidua privilegio iure
viduatis conic’es’sa statinn amittit, si luxurio.se, aut inhcmníesíe vivar,s icuti passicí traditur. et in hac
specie hulus priviíegii expresim, en COVARRUBIAS, op. cit,, p. 45. De igual opinión GREGO-
RIO LOPE? en la glosaEsoní estas a P. 3,3.5, o CASTILLO SOTOMAYOR en op. cit., p. 413.
lo- En este sentido, HERBELLA DE PUGA, op. ci!., p. 230.
lic Para ciemplos, NR, 5,3,100 Ley 62 de Toro.
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respeto y auxilio por la debilidad de stí sexo - Para este autor, las viudas de
vida deshonesta, “meretrices o mujeres mundanas”, por estar constituidas en
mayor miseria, merecen más protección. Realmente es una razón cuanto me-
nos piadosa, y nace de una realidad por la cual a lo largo de toda la Edad
Media no era infrecuente que las acomodadas mujeres viudas o solteras en-
trasen en estado religioso, mientras que aquellas que gozaban de menores
posibilidades económicas se dedicasen a oficios considerados reprobables’ 1
Por último indicar que no cabe la renuncia al privilegio, ni siquiera
expresamente, por considerarse que sería contrario a las buenas costumbres,
ya que es concedido por razón de misericordia’’<>. Distingamos en este seod-
do la diferencia que ha de apreciarse entre la renuncia al privilegio, entendido
como un derecho que otorga Ja legislación, y la renuncia al ejercicio de ese
derecho que, como hemos visto, sí cabe. Por ello, la viuda al contestar al
primer escrito de adverso ante las justicias ordinarias “sin reserva de privile-
gio”, como manifiesta Covarrubias. o como dice Herbella “sin restitución
contra la contestación”, provoca un supuesto de sumíslon tácita, y pierde el
privilegio en esa lid concreta. Lo mismo que si es el padre de la viuda u otra
persona de quien ésta resulte heredera quien responde al pleito. Pero esto no
le impide en nuevo litigio hacer uso de su ventaja procesal.
Castillo de Hobadilla nos refiere que en la práctica parecía que los
jueces “están sordos” y no quisieron recordar su obligación de amparar y
ayudar a la viuda, huérfano, pobres o peregrinos, entre otros desvalidos~
Según este autor, el juez debe despachar primero y de modo sumario los
litigios de los pobres121 e, incluso en el caso dudoso, el juez se ha de inclinar
a favorecer a estos miserables “no sólo por ser más dignos de compasión.
síno también por el mérito de contrastar a la inclinación natural, codiciosa de
He de señalar quc ha sidtí imposible acceder a la obra de PETRA en la que sc manitiestan estas
opiniones, que aquí son expresadas a través cíe la cita qtíe de ellas realiza HltR BElLA DL PIIGA
en su Demecha Prcíc’tic’a i Estilos, p. 229,
‘‘~ Para una más adecuada ilustración de la vida de las mojercs a lo largo de la II istoria, ole remito a
la obra dirigida por GEORGE DL-BY y MICHELLIL PERROT, Ilistonicí dr Icís Mu¡cías: en el t. II.
La Edcrd Medicí, Madrid, 992, dirigido por CI-lRISTIANE KLEPISCH-ZLJBER, en particular. pp.
371-382; y el t. III, La Edad Macleí’,icr, Madrid, 1992, bajo a dirección de ARLErTE FARCE y
NATALIE ZEMON DAVIS. sobre todo. PP. 60-65. En las páginas señaladas de ambos tomos se
hacen interesantes apreciaciones sobre cl modrí dc vivir dc las ‘‘niujeres solas’’.
.Vc’c - pues-e reí <¡tu icí ri e idear íítií ‘ileg ir>, <tic/ro expresc’ ~ier pc’r’sonidís ~í<‘cíedictas. qííihíís <‘oil —
‘escurrí est, ev -o oim~íu nui ini nc ny mrc’ti,rii semiteníticí - , - 9<’¿ <¡lis rení iiiticí tcí tcillr’r’c.’t ini isenid o t’clic< ‘ir, ti sic -
escí’! comí 1 <‘ci barios iii ores. el ideo mían <‘cl lc’ ‘en en CASríLLO •5OTOM AY()R. op. cii., ~. 4 1 5.
¡2<>,’
y aún está el Juez obligado a stíplir por los pohrcs, y miserables personas en cl Detecho. y en el
hecho o q tic falta,.. Y no sc les cayga csío a los J treces tIc la meníoria, ííties por tantas atiroridades
sagradas se les cxhorl.a, y manda, y a las ctíales están endurecidos, y st<i’dtis muchos, como venias
cada día”, en Prílíticu. p. 281-282.
LI CASTILLO BOBADILLA, Política, p. 281.
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ayudar antes al rico, de quien se puede esperar algún bien, que al pobre, im-
posibilitado de correspondencia”t22.
4. El privilegio de las viudas en la Real Audiencia de Galicia
Desde la constitución de la Real Audiencia del Reino de Galicia por los
Reyes CatólicostS3, ésta asume la más alta representación de la potestad ju-
risdiccional del monarca en Galicia.
Hasta ese momento, en Galicia, los jueces, habitualmente amigos de los
señores que los nombraban, eran ineficaces y carentes de formación jurídica;
también carecían de cualquier tipo de escrúpulo a la hora de aceptar regalos
de las partes litigantes. Los escribanos eran, en su mayoría, corruptos, como
afirma Herbella y confirma el cancionero popular gallegot- . La Justicia no
funcionaba, y el lamentable estado de cosas queda reflejado en NR. 3,1,65,
tras la Visita realizada por los Licenciados 1-levia y Tovar en
Se presenta el nuevo Tribunal como un instrumento de pacificación del
~ CASTILLO BOBADILLA, Política, p. 281.
Los Reyes Católicos, en 1480, nombran como Justicias Mayores del Reino de Galicia a Feman-
do de Actíña y al Licenciado García López de Chinchilla, en un documento que se ha venido consi-
derando como el origen legal de la Real Audiencia de Galicia, Para un más profunda exposición del
origen de la Real Audiencia de Galicia y los motivos de su creación. FERNANDE’?. VEGA, L., La
Real Auclienícicí cmi su proyección sobre el Reina cíe Galicia, La Coruña, 1982, p. 197, siendo éste
el t. It de una obra en tres tomos de la misma autora bajo el título genérico, La Real Audiencia de
Galicia, ocgumía de Gahiermía del Antiguo Réginiemí (1480-1808), LIRAS ROEL, A,, ‘‘Sobre los
origenes de la Audiencia de Galicia y sobre su función de Gobierno en la época de la Monarquía
absoluta”, ARDE, 54 (1984), Pp. 323-384. en especial. 326-345, Úlíimamentc, LOPE? GOMEZ,
P., Leí Recrí Audiencia y el Archivo del ¡<cirro de Gcrlicia, 2 vol., Santiago, 1997. Por otro lado y
como ya hemos dicho, nota 1. es indispensable acudir para un mayor conocimiento dc la realidad
procesal gallega a B. HERBELLA DE FUGA, Dei-cc-/ro Pí’ác”ico ¡ tít/lene de it; ¡<cccl Aodienc’ia de
Galicicí: dentro del capítulo XIV, Las Provisiones Orulinarias, dedica el autor varias páginas al
Privilegio dc las Viudas (pp. 223-231). En ellas, además de exponer con sencillez el estado del
debate, apona sus ideas y tiíuestra la práctica dc la Real Audiencia, Sobre este libro tras su reedi-
ción de 1981, MONTANOS FERRIN. E., “Notas sobre La práctica jurídica gallega en el siglo
xvííí”. ARDE, 52 fl982). PP. 711-731. Además han de consultarse, Las Ordeííatíz.crs dc lo Real
Arírliemícia del Reimía de Ucilicicí, imprenta cíe Antonio Frayz., La Coruña, 1679,
~ B. 1-LERBELLA, op. cit,, p. 216, escribe: “ ‘especto a Iris Escribanos .. (sin que intente injuí-
riarles i contesando que los hai inui fieles, e 1-li josdalgo por naturaleza) son mui malos, i nada
menos que los que refiere Pareja llamandoles inhumanos Penos voraces, especialmente a impulsos
deinterés,,,”, En eí Refranero nos encontramos con la siguente lindeza:
Aleg <‘la ir cr inferní cr ¡ que níarreu o escriban ci 2/ a plu tnící e tna ib ti,iteira/ quedc¡mi tící nníescr bailan-
cío!
Para remediar situaciones favorecedoras de corruptelas, en Ordenanzas 1,1,17, se ordena a los
prelados y otras personas quc tuvieren jurisdicción temporal en el Reino de Galicia que nombren
suis ,íu~ticias sólo por tres anos pcíro el buen uso y exercicio cíe sus oficios.
>~ Ordeíranízas Rccíl A udicnícia dcl Reimía cíe Guliciu, pp. 189-216.
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reino. A la Audiencia se le cede jurisdicción por los reyes y la administra en
su nombre. Muchas de las decisiones de la Real Audiencia, no sólo en mate-
ria de caso de Corte sino en otros litigios, por una cuestión de lejanía y en
busca de una mayor economía procesal, no serán apelables ante la Chancille-
ría de Valladolid’26.
Ante el panorama descrito, es de suponer que la protección de un sector
desvalido y económicamente poco saneado como el de las viudas sería mí-
nimo, y sólo a partir de la creación y desarrollo de la Audiencia pudo apre-
ciarse una mayor preocupación por una ajustada administración de la Justi-
‘7
cia - . Sin embargo, la normativa legal gallega no hace referencia expresa a
los pleitos de las viudas y huérfanos, los cuales parecen englobados en la
problemática jurisdiccional de “los pobres del Reino”’25.
Los pleitos de viudas y otras miserables personas son casos de Corte, y
por ello susceptibles de conocimiento en primera instancia por la Real Au-
dienciat21>. La competencia de la Real Audiencia sobre los casos de Corte es
exclusiva y excluyentet3<>. En Galicia, en relación a los casos de Corte se dio
una situación particular ya que cuando el monarca afirma haber sido infor-
IZÓ En la Cédula de 9 de Abril de 1588 recogida en Ordenanzas, que así por la pabr’e~a cíe dic-ho
Reinía, cocía por estar cotí lejos de nuestro Conseja se despachení crí rilo desde que se fundó
todas las prcvisianres ardiríaricís y de gobierna que se clespcícltan cmi el nuestro ( anísejcr. y sc
c.i’)nic¡c.c’ de ten utcr y anípano de beneficias eclesicísticos y cíe clíezínos enítre p ensomías e ‘lesicísticcís,
de que etí irimigrímí otra tri barral se c.amíocía; en NR. 3,1, hay numerosas disposiciones cte las que se
deduce como las causas finalizan cn la Audiencia gallega sin posibilidad de apelación a Valladolid:
leyes 3,4,7,9,l0.15, entre otras.
~ Consecuencia de la Visita del Licenciado Pedro Gasco, Oidor del Supí-emo Conscjo de Castilla.
en 1566, Cédula de’? de Mayo de 1566. cap. 13, se añade un Letrado y un Procurador más a los de
1-a Audiencia encargados de la defensa y representación de pobres, par ser las írles’trrs trinchas. A
estos abogados cíe pobres setes exige que estén presentes en las visitas a sus defendidos a la cáicel,
así como que defiendan en la Audiencia las causas cíe estos pobres, Orcirmíanzas 1,6,1 1 - Esta dispo-
síción es claramente indicativa del abandono legal de los más desvalidos y de la despreocupación de
sus abogados. los cuales cobraban una cantidad fijada legalítrente. sin duicta insul’ícicntc. cotivirtien-
do a los pobres en unos defendidos no deseados, Igualmente, los procuradores de pobí-es tampoco
cumplían con su deber de adecuada representación, y así son obligados en Ordencínízcís 1,21,16, a
q tic asistan cyc)n puntualicicíd ci lcr clefemisa cíe icís ccrusas cíe pal’ res, y se les pa/ile it> dc crstunmrbr’cí —
da.
¡2> Esta normativa gallega se encuentra recogida en Ordencríízcí.s dc’ lcr Recrí Aí,dien,cicí cíe! Reincí cíe
Galicia, imprenta de Antonio Frayz, La Coruña, 1619.
¡29 En las Ordenanzas lIL (=N,R. 3,1,1) se establecen las cotnpeíencias jurisdiccionales de este
tribunal real, en priniencc ini stcrnc.-icr cíe las c.c,usas q í.use uncívieron den tít> cíe Icís cmi ca legucis ch’ la
Ciudad de La (‘aruEra, a otro qualquier lugar donde residiere la Audiemicia, y por caso de (‘orle
en todo el Reino.
~~<>Ordenanzas 1,1,7, no p uedemí conocer emí primero ini stcinrc-ici las O\’clorcs y Alc’aidc’s dc’! (iii—
e-rení de lcr (‘honreillería de Valladolid, scrlvo si cl caso fuese muy círcíno y gro ve, En este supuesto
se deja a la elección del actor o acusador el intentar la demanda ante la Real Atídiencia o la Chanci-
llena.
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mado de que ay muchos pobres, y otras miserables personas que no pueden
ir a la Audiencia a pedir justicia o seguir su derecho, permite a los alcaldes
mayores de la Real Audiencia que, cuando salgan en comisión para un asunto
grave por el Reino de Galicia, puedan, a su vez, despachar otros negocios
ligeros, así civiles como criminales ausas de poca consideración, y de
gente pobre y necesitadat ‘~.
Gracias a este permiso regio debió producirse un cierto exceso en la
cantidad de asuntos que empezaron a ser considerados casos de Corte, y en
el modo de proceder con respecto a ellos. Por ello, en la visita de 1635, el
Prior de Roncesvalles alude al abuso en que cayeron los alcaldes mayores,
quienes aprovechándose de la comisión conferida para una causa concreta,
además de proceder al despacho los asuntos ligeros, empezaron a otorgar
emplazamientos. compulsorias o provisiones eclesiásticas, y en consecuencia,
ventan a hazer caso de Corte lo que no lo era. t 32 Por lo tanto, alegado el
caso de Corte y el consecuente privilegio por la parte, la Audiencia habría de
tener una información bastante de que sí se estaba ante un pleito privilegiado
antes de despachar la provisión declarando el asunto caso de Cortet33.
En Galicia, la práctica de la Real Audiencia acogió el concepto de viu-
da que incluía las separadas o con maridos inútiles; pero no las mujeres con
más de cincuenta años que no hubiesen tenido maridot34. En todo caso, la
Audiencia exige a las viudas “que no vivan deshonestamente, aunque tuvie-
sen algún parto o desliz”t 35~
<~‘ Ordenanzas 1,1,23 (= NR. ,3,l,12j. En esta Ordenanza se recoge tina pragmática dictada por
Felipe II tras la visita del Licericiado Gasco ala Audiencia en 1566, por la cual los alcaldes mayo-
res dcl Reino de Galicia cuando salieren en alguna comisión por el territorio dcl Reino puedan
conocer de otros “pleitos inenudos”, Cédula de? de Mayo de 1566. cap. 4 en Ordenanzas, p. 237.
<Cédula de II de Octubre de ¡635, Ordenianzas, pp. 299-3 13.
¡ ~ En la Vi¡ita llevada a cabo por el Dr. Vázquez, el Licenciado Pernía, el Dr, Carvajal, y el Licen-
ciado Veía, todos Oidores de la Real Chancillería de Valladolid, Cédula de 24 de Marzo de 1552
en Ordenranízas, pp. 217-229, se advenía de la obligación de comprobar que realmente el asunto era
un supuiesto de coscí de Corte antes de proceder por la Real Audiencia a su conocimiento, No se
debió hacer excesivo caso a esta Cédula, y tras la Visita del Licencado Casco, en 1566, se hace de
nuevo incapié en este mismo problema, y se alude a los perjuicios de deshacer lo mal hecho si no se
comprueba el co-so de Corte, sobre todo, en temas de despojo posesorio y de empleo del Auto
Ordinario. En Ordenanzas 1,1,34, se insiste en esta misma obligación de comprobación de ía
naturaleza privilegiada dcl asunto: esta Ordenanza, sin embargo, será fruto de una Visita posterior,
la que realiza el Licenciado tñigo Mardones a la Real Audiencia en 1593, Cédula de LS de Sep-
tiembre dc 1593 en Ordenanzas. p. 248-293, De lo recogido en el cap. 26 de dicha Cédula se
deduce que la práctica común era realizar la información sobre el cosa de Corte ‘conjuntamente”
con la información sobre el delito, lo que era contrario a las Ordenanzas de la Real Audiencia que
exigían que debía declararse ser o no un caso de Corte antes de proceder a la formalización del
procedintiento delictual.
“HERBELLA, op. ci!,. proemio, p. 4.
O> HERBELLA, op. cfr, proemio, p. 2.
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El privilegio afecta a las causas civiles y criminales en interpretación de
la Lex unica C. Quando Imperator de Constantino. En causas criminales,
tanto si la viuda fuese querellante o rea. Si hubiese co-reos dependerá de que
la causa sea divisible o no para que el privilegio afecte a todos los implicados
con la viuda o sólo a ésta, con los problemas de ruptura del título de imputa-
cIón, anteriormente señalados.
Se limita el privilegio en ciertos casos: cuando las causas no excedan de
seis mil maravedíes; si concurren con otros privilegiados; cuando se les pide
cuenta de la tutela que han desempeéado; en caso de ser convenidas por deu-
das reales, o en el supuesto de que el pleito sea contestado por el padre o
persona de quien la viuda sea heredera.
El privilegio procesal de las viudas, sobre el que no cabe renuncia’ ~<‘,
puede ser alegado en cualquier momento del procedimiento siempre que la
víuda pida la restitución contra la contestacion ‘1 Esto no deja de ser un
arma procesal dilatoria en manos de la viuda que presentando en cualquier
momento su petición, consigue retrasar las actuaciones. En las causas erííní-
nales vistas, la viuda rea planteaba cl libelo después de recaída la decisión
condenatoria del juez localt)~>.
Parece que el privilegio de las viudas no era necesario cuando el cono-
címiento del litigio correspondía a la Real Audiencia ya sea por competencia
material ya por competencia funcional r 3<>
¡~<‘ 1-fERBELLA DE PIRlA, op. ci!,, p. 228. considera qtrc la tenuncia al privilegio es cí.ntr-aí’ia a
las buenas costumbres.
~ En tos procedimientos de fuerza ectesiástcca que se han ventilado en la Real Audiencia gallega
apenas he encontrado entre finales del siglo XVI y cotnicnz’.s del siglc XIX alegaciones a su pí’ivi-
legio por parte de las vitídas. Esta realidad podría expliejí se por la naturaleza del Real Auxilio de
la Fuerza, que por no ser tín pleito civil ni crimtn<tl resultaría ajenr al privilegio. Por otro lado. entre
tas motivaciones para la concesión del Auxilio Real está (‘ijada la excnciíSn de la jurisdicción que se
mnvoca mediante la alegación de “ser merelego y los bienes ‘‘incre prutanos’’, en cuyo caso, para las
vítídas es inviable acudir a su Privilegio. Privileoto al qtíc además sc ha dc ‘enunciar al interpcmncr
la q ucrel la de tuerza, tal y como consta en el poder cloe la acompaña. Sólo cabe pues alegar el
privilegio ante el gíes eclesrástico, lo qtíe resulta inaceptable por el ordenamiento canónico. Sin
embargo, en cl Archivo Histórico del Reino de Galicia (en adelante AHRGí, seíie de Fuerzas
eclesiásticas, en el l.cg. 26.972, n0 sí, sí tenemos una tet’erencia, inoyvel ada es veidací, dc haber
sido invocado ante el Ptovi’n.,r de Orense el privilegio de las Viudas.
<» En AHRC. Particulares, Leg. 14950, exp. 67. María Rodríguez de Somoza. viuda, había sido
condenada por Bartoloiné Fidalgo, juez de Saviñao, por diversos robos a sus veetutos cíe artículos
alimenticios. Tras la sentencia plantea el libelo sol citando la Pí-ovisiótí Oí’cli nana de Viudas. Debe
destacarse en este litigio q iíe, a pesar de la nototia cc,ndición de ladrona cíe Maria Radrígttez. la
Rcal Audiencia dc La Coruña la abstiel ve. Tal vez debemos pensar en la consideración por el Tri-
butxssl regio de unas círcunstancias especiales de pobresa que llevarían a María Rodríguez al robo dc
í’mducí os ati íncnticios (tí-igo, castañas, ecli-ada.,.) y aplicasen ti ira jos ti ‘icación cte la conducía
ciitencí i endo la cxi stenci a cte tío suptíesto de Li orto famélico.
Só lcr inediante una paciente labor de i o “cst i gaci on (loco mental en <rs fondos de la Real Auclien—
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Las viudas gallegas al ejercitar su privilegio de elección de fuero acuden
a la Real Audiencia como mas alto y seguro tribunal en Galicia. Lo hacen
mediante un libelo.
Fulano, en nombre de Fulana vecina de tal parte, ante 1<
E: digo: que mi Parte es Viuda de E., i vivio siempre con la ho-
nestidad, i el recoginniento correspondiente, sin haver causado
la menor nota; i no pudiendo conocer de sus Pleitos, i de sus
Causas, las Justicias Ordinarias; porque usando de sus privi-
legios efigio, i a mayor abundamiento elige, e yo en su nombre,
en virtud de poder que presento, el frero del Tribunal de VE.,
le molesta la justicia de tal parte a instancia de E. sobre tal co-
sa: cí VE. suplico se sin-sí mandar se despache la Real Pro vi-
sion Ordinaria de Viuda,~, para que dicha Justicia, i las demós
del Reino se inhivan de conocer, i proceder contra mi Parte,
remita a esta Real Audiencia todos los processos, en que júcre
comprehendida originalmente; porque así es de Justicia. Otrosí
digo, de error, i nulidad contra qualquiera Auto perjudiciat ¿
pido restitución contra qualquiera contestación, que mi Parte
huviesse hecho ante dicho Juez Ordinariot4~1
A éste escrito, la Audiencia responde con la concesión de una Real Pro-
visión Ordinaria, que así se llaman por que se despachan como se piden’41.
Otorgada la Provisión de viudas, se pedfa a los jueces ordinarios la remi-
sión de la causa. Entre los jueces locales y la Real Audiencia debió existir
cierto enfrentamiento cuando ésta solicitaba la remisión de los autos’42, qui-
cia del Reino de Galicia, que está por hacer, se pueden despejar las lagunas que los textos legislati-
vcrs y doctrinales dejan en esta materia del privilegio de las viudas en Galicia. Lagunas en torno al
electivo oso por las viudas de este privilegio, que supondría para unas personas generalmente
pobres, y en niuchos casos pobres de solemnidad, el traslado de sus lugares de residencia a la Coru-
ña, los gastos añadidos de estancia, etc; los supuestos en que el privilegio ha sido denegado por la
Real Audiencia: los momentos prcrcesales de interposición (es pnbable que en numerosas ocasbones
desputés de la sentencia del juez ordinario si ésta era contíaria a los intereses de la viuda, lo que
convertía al privilegio en tina especie de “recurso de alzada”>; la exacta interpretación por la Real
Atídiencia dcl requisito de la “honestidad”, que puede incluso decaer ante diversas circunstancias
que el tribunal valore, entre otras.
¡ HERBELLA, op. cit,, p. 223.
I4¡ HERBELLA DE PUGA, op. ci!,. p. 193.
02 Tal y cuino se desprende de las numerosas causas conservadas, con frecuencia es necesario ante
su clesurbediencia. enviar scrhrec-artas al juez local para que remita los autos, Lo cierto es que estos>
entrenuamientos eran frecuentes en Galicia: en ínateíia de frierzas eclesiásticas, por ejemplo, conse-
gui r en determinadsrs mumnentos c
1uíc cl provisor eclesiásticur y su notario remitiesen a la Real Au-
diencia la causa no era sino el tUis resultadcr de una machacona insistencia.
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zás porque sin serlo, la Provisión Ordinaria de viudas acababa convirtiéndose
en un medio rápido para alzar las sentencias de los jueces locales, sin duda
más estrictas que las del Tribunal regio que, como se ha demostrado, tenía
una tendencia a atemperar con sus decisiones el rigor de la penalidad legisla-
~ ORTEGO GIL, P.. “El Parricidio en la práctica de la Real Audiencia de Galicia”, Dereita.
Revista Xumídica de lcr finiuen’sidcíd de Santiago ríe Compostela, vol, 5. o0 1, 1996; el inismo autor
en “Apercibimientos penales en la práctica criminal de la Real Audiencia de Galicia (sigtos XVII-
XVIII)”, Cuadernos de Hisnoricí del Derecho, no 3, 11-41, 1996, demuestra el creciente uso en la
Real Audiencia gallega de esta institución que antes que emplear la pena legalmente esuabíccida
acude al Apercibimiento.
